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Artículo 6. Modificación de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Uno. Se modifica el artículo 43.3, que queda redactado en los siguientes términos:

«3. El procedimiento de elaboración de los proyectos de ley se iniciará en la Consejería competente
mediante la elaboración del correspondiente anteproyecto de ley que irá acompañado por la Memoria
de Análisis de Impacto Normativo (en adelante MAIN), donde se recoja y unifique toda la información
sobre su justificación, oportunidad y necesidad, y se realice una estimación de los impactos que en
diferentes ámbitos de la realidad tendrá su aprobación. Dicha memoria se elaborará conforme a lo
establecido  en  la  normativa  vigente  en  materia  de  administración  electrónica,  simplificación  de
procedimientos y racionalización organizativa de la Administración de la Junta de Andalucía.»

Dos. Se modifica el apartado 1 b) del artículo 45, cuya redacción pasa a ser la siguiente:

«b) La iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se llevará a cabo por el órgano
directivo competente, previo acuerdo de la persona titular de la Consejería, mediante la elaboración
del correspondiente proyecto, al que se acompañará la MAIN, donde se recoja y unifique la información
sobre su justificación, oportunidad y necesidad, y se realice una estimación de los impactos que en
diferentes ámbitos de la realidad tendrá su aprobación. Dicha Memoria se elaborará conforme a lo
establecido  en  la  normativa  vigente  en  materia  de  administración  electrónica,  simplificación  de
procedimientos y racionalización organizativa de la Administración de la Junta de Andalucía.»

Tres. Se introduce una nueva disposición adicional primera, que queda redactada en los siguientes
términos:

«Disposición  adicional  primera.  Anteproyecto  de  la  Ley  del  Presupuesto  de  la  Comunidad
Autónoma de Andalucía.

En  la  tramitación  del  texto  articulado  del  anteproyecto  de Ley  del  Presupuesto  de  la  Comunidad
Autónoma de Andalucía no serán de aplicación las disposiciones relativas a la Memoria de Análisis de
Impacto Normativo previstas en esta Ley. A dicho anteproyecto se acompañará la documentación que
disponga  el  texto  refundido  de  la  Ley  General  de  la  Hacienda  Pública  de  la  Junta  de  Andalucía,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.»

Cuatro.  Se  introduce  una  nueva  disposición  adicional  segunda,  que  queda  redactada  en  los
siguientes términos:

«Disposición adicional segunda. Estrategias y planes en el marco de la planificación económica
general de la Junta de Andalucía.
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La  Consejería  competente  en  materia  de  planificación  económica  informará  las  propuestas  de
estrategias  y  planes  con  contenido  económico-financiero  sobre  su  coherencia  con  la  planificación
económica general de la Junta de Andalucía.»

Artículo 8. Modificación de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de
la igualdad de género en Andalucía.

Uno. El artículo 6.2 queda redactado como sigue:

«2.  Todos  los  proyectos  de  ley,  disposiciones  reglamentarias  y  planes  que  apruebe  el  Consejo  de
Gobierno incorporarán, de forma efectiva, el objetivo de la igualdad por razón de género. A tal fin, en el
proceso de tramitación de los proyectos de ley, de decretos legislativos y disposiciones reglamentarias,
deberá emitirse por parte de quien reglamentariamente corresponda, un informe de evaluación del
impacto de género del contenido de estas, que quedará integrado en el impacto por razón de género
incluido en la Memoria de Análisis de Impacto Normativo (en adelante MAIN).»

Dos, Se modifica el artículo 8, que queda redactado como sigue:

«Artículo 8. Enfoque de género en el presupuesto.

El Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía será un elemento activo en la consecución de
forma efectiva del objetivo de la igualdad entre mujeres y hombres; a tal fin, la Consejería competente
en materia de presupuestos, en coordinación con el conjunto de las Consejerías, con participación del
Instituto Andaluz de la Mujer, emitirá el informe de evaluación de impacto de género sobre el proyecto
de Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de cada ejercicio.»

Tres. Se modifican los apartados 1 y 5 del artículo 27, que quedan redactados la persona interesada
podrá siempre comparecer por sí misma como sigue:

«1. La Administración de la Junta de Andalucía fomentará y prestará apoyo y asesoramiento para la
elaboración de los planes de igualdad en las empresas privadas que no estén obligadas por la Ley
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. El contenido mínimo
de los planes de igualdad se ajustará a lo dispuesto en la normativa estatal básica sobre la materia.»

«5. Los planes de igualdad serán objeto de inscripción obligatoria en registro público conforme a lo
dispuesto en la normativa estatal sobre la materia.»

Cuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 31, que queda redactado como sigue:

«Artículo 31. Empleo en el sector público andaluz.

3.  Las  ofertas  públicas  de  empleo  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  deberán  ir
acompañadas de la evaluación del impacto por razón de género que se incluirá en la MAIN.»
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Artículo 10. Modificación del Decreto 17/2012, de 7 de febrero, por el que se regula la
elaboración del Informe de Evaluación del Impacto de Género.

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 4, que queda redactado como sigue:

«2. Con carácter preceptivo, el informe de evaluación del impacto de género acompañará al acuerdo de
iniciación  del  procedimiento  de  elaboración  de  la  disposición,  formando  parte  de  la  Memoria  de
Análisis de Impacto Normativo.»

Dos. Se modifica el artículo 6, que queda redactado como sigue:

«Artículo 6. Remisión de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo al Instituto Andaluz de la
Mujer.

El centro directivo competente para la emisión de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo, en la
que se incluye la evaluación del impacto por razón de género la remitirá al Instituto Andaluz de la Mujer
junto con las observaciones de la Unidad de igualdad de género de la Consejería y el  proyecto de
disposición, acreditándolo en el respectivo expediente, antes de su envío a la Comisión General de
Viceconsejeros y Viceconsejeras o, en caso de proyectos de disposiciones en las que no sea necesario
dicho trámite, antes de su aprobación.»

Artículo 11. Modificación de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública 
de Andalucía.

Se modifica el apartado 1 d) del artículo 13 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia
Pública de Andalucía, que queda redactado como sigue:

«d) La Memoria de Análisis de Impacto Normativo, así como cualquier otro informe que conforme los
expedientes de elaboración de los textos normativos con ocasión de la publicidad de estos.»

Artículo 12. Modificación del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de 
administración electrónica, simplificación de procedimientos y 
racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.

Uno. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 5, que queda redactado como sigue:

«2. Sus funciones son las siguientes:

a) Informar los Planes de Calidad y Simplificación Normativa, previamente a su aprobación, y conocer
los informes de evaluación de su ejecución con anterioridad a su publicación.
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b) Informar las iniciativas en materia de simplificación, modernización y racionalización administrativa,
agilización de procedimientos, reducción de cargas y métodos de trabajo y transformación digital que
se sometan a su consideración por las Consejerías que las impulsen.

c) Informar los planes estratégicos de consolidación de infraestructuras informáticas y de implantación
de un modelo centralizado de dichas infraestructuras.

d) Realizar propuestas en las materias de su competencia.

e) Acordar las propuestas de racionalización de órganos que plantee el órgano directivo responsable
de la coordinación y seguimiento del Registro Electrónico de Órganos Colegiados de la Administración
de la Junta de Andalucía. Así mismo aprobará el informe bienal que elaborará dicho órgano directivo
en relación a la evaluación y, en su caso,  propuesta de supresión por el  cumplimiento de pérdida
sobrevenida o de unificación o reordenación por la existencia de funciones y atribuciones duplicadas o
susceptibles de agruparse.

f)  Informar,  y  en su  caso proponer,  el  desarrollo  no programado de proyectos de simplificación y
transformación digital concretos cuando la urgencia de la situación así lo aconseje.

g) Coordinar la relación con la ciudadanía en la Administración de la Junta de Andalucía.

h) Impulsar e implantar actuaciones de utilización de medios electrónicos a la gestión administrativa
en el marco de la transformación digital de la Junta de Andalucía, desarrollando servicios digitales,
accesibles, eficientes, seguros y fiables que proporcionen servicios públicos digitales más inclusivos,
eficientes, personalizados, proactivos y de calidad para la ciudadanía.

i) Acordar el desarrollo de medidas de ejecución e impulso en materia de protección de datos.

j) Promover actuaciones de formación del personal empleado público y de difusión y sensibilización
entre la ciudadanía.

k)  Informar  la  creación  de  comisiones  interdepartamentales  de  coordinación  de  la  actuación
administrativa en asuntos de ámbito concreto y específico que afecten a varias Consejerías.

l)  Promover  la  formación  permanente  y  específica  de  los  empleados  públicos  en  materia  de
simplificación administrativa en su triple vertiente: normativa, organizativa y procedimental.

m) Aquellas otras que puedan serle encomendadas por otras disposiciones.

3. La Comisión Interdepartamental de Coordinación y Racionalización Administrativa estará adscrita a
la Secretaría General con competencias en materia de administración pública y tendrá la siguiente
composición:

a) Presidencia: La persona titular de la Viceconsejería con competencias en materia de administración
pública.

b) Vicepresidencia primera: la persona titular de la Viceconsejería con competencias en materia de
administración Periférica.

c) Vicepresidencia segunda: la persona titular de la Secretaría General con competencias en materia de
administración pública.
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d)  Vicepresidencia  tercera:  la  persona  titular  de  la  Dirección  Gerencia  de  la  Agencia  Digital  de
Andalucía.

e) Vocalías, integradas por las siguientes personas:

1.  La persona titular del  órgano directivo con competencias en materia de Estrategia Digital  de la
Agencia Digital de Andalucía.

2.  La  persona  titular  del  órgano  directivo  central  con  competencias  en materia  de administración
periférica.

3. La persona titular de la jefatura de la Inspección General de Servicios.

4. Las personas titulares de las Secretarías Generales Técnicas de las Consejerías.»

Dos. Se modifica el artículo 6.2, que queda redactado como sigue:

«2. Son criterios de simplificación y agilización de los procedimientos:

a) La unificación o eliminación de procedimientos.

b)  La  reducción  de  los  términos  y  plazos  en  la  medida  que  sea  posible,  manteniendo  todas  las
garantías necesarias.

c)  La  supresión,  acumulación  o  simplificación  de  trámites  que  no  aporten  valor  añadido  o  que
supongan  dilaciones  del  procedimiento,  siempre  que  no  afecten  a  las  garantías  de  las  personas
interesadas ni de la transparencia de la actividad administrativa.

d) La proactividad por parte del órgano responsable del procedimiento.

e) El  establecimiento de modelos de declaración,  memorias o test de conformidad que faciliten la
elaboración de informes preceptivos.

f)  La  extensión  y  potenciación  de  los  procedimientos  de  respuesta  inmediata  o  resolución
automatizada para el reconocimiento inicial de un derecho o facultad, así como para su renovación o
continuidad de su ejercicio; este criterio se aplicará especialmente a los procedimientos y servicios en
que  se  resuelven  las  pretensiones  y  demandas  de  la  ciudadanía  tras  un  único  contacto  con  la
Administración o en un tiempo muy breve.

g) La agilización de las comunicaciones, especialmente potenciando la transformación digital de la
Administración y fomentando la relación electrónica con los ciudadanos, garantizando, en todo caso,
las  condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que deberán reunir  los  dispositivos y
servicios electrónicos para las personas con algún tipo de discapacidad y para las personas mayores,
en  igualdad  de  condiciones,  con  independencia  de  sus  circunstancias  personales,  medios  o
conocimientos, reduciendo la brecha digital y garantizando atención a aquellas personas para las que
no resulte posible la comunicación electrónica.

h) La desconcentración de competencias en órganos jerárquicamente dependientes.

i) La orientación a la ciudadanía.
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j)  Programación  temporal  del  desarrollo  de  los  procedimientos,  considerando  el  impacto  de  las
incidencias administrativas o generadas por los interesados en los mismos.»

Tres. Se modifica el artículo 6.3, que queda redactado como sigue:

«a)  La  supresión  de  cargas  administrativas  que  no  sean  imprescindibles  para  la  resolución  del
procedimiento, eliminando requisitos no exigidos por la normativa vigente, valorando su adecuación y
reduciendo la frecuencia de su aportación.

b) La supresión o reducción de la documentación requerida a las personas interesadas y su posible
sustitución por transmisiones de datos o la presentación de declaraciones responsables.

c) La valoración del momento idóneo para la aportación de la documentación requerida a las personas
interesadas, promoviendo siempre que sea posible, su aportación en el trámite de audiencia anterior a
la formulación de la propuesta de resolución.

d) El fomento de las declaraciones responsables y comunicaciones, reduciendo la aportación de datos,
documentos y requisitos exigibles para el ejercicio de un derecho o el inicio de una actividad.

e) La agrupación documental, incorporando en un único documento las manifestaciones que, en forma
de  declaraciones,  certificaciones  o  actuaciones  de  similar  naturaleza,  haya  de  hacer  una  misma
persona en un mismo trámite, o en varios si la gestión del procedimiento lo permite.

f)  La  normalización documental,  fundamentalmente de los  formularios  de solicitud,  declaraciones
responsables, comunicaciones, certificaciones y documentos de análogo carácter, diseñando modelos
que faciliten y agilicen su cumplimentación, con los datos mínimos necesarios para identificar a la
persona interesada y facilitando, cuando sea posible, su cumplimentación anticipada. Los documentos
e impresos deberán estar en todo caso disponibles en formato electrónico accesible.

g) Revisión de la necesidad de informes preceptivos y potestativos.

h) Revisión de la necesidad de informes de carácter preceptivo y, en la medida que sea posible, la
sustitución de informes preceptivos por potestativos, manteniendo todas las garantías necesarias.

i) Revisión de la necesidad de determinados registros y, en caso de serlo, posibilidad de inscripción de
oficio y de vigencia indefinida de la inscripción.

j)  Mejora  de  la  información  sobre  requisitos,  documentación  y  procedimientos,  cumpliendo  las
obligaciones generales de transparencia y las específicas que establece la normativa de aplicación.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 6, que queda redactado como sigue:

«5.  Los  órganos  y  entidades  del  sector  público  que  promuevan  iniciativas  de  simplificación
administrativa deberán remitirlas a la Comisión Interdepartamental de Coordinación y Racionalización
Administrativa para su conocimiento.»
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Cinco. Se añade un nuevo artículo 6 bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 6 bis. Principios del proceso de evaluación de impacto normativo.

1.  A  efectos  de  mejorar  la  calidad  normativa,  se  implementará  de  forma  gradual  un  proceso  de
evaluación de impacto normativo, conforme a los siguientes principios:

a) Principio de necesidad, que implica la obligatoriedad de identificar y definir la problemática que
requiere la intervención normativa e identificar los objetivos perseguidos por la nueva regulación.

b) Principio de proporcionalidad, cuya aplicación permite la identificación de los impactos previstos y
la determinación de las opciones más adecuadas para conseguir los objetivos definidos.

c) Principio de transparencia, que permite el acceso de la ciudadanía al procedimiento de elaboración
de las normas, posibilitando su participación.

d) Principio de coherencia de la nueva regulación con el resto de las actuaciones y objetivos de las
políticas públicas.

e) Principio de accesibilidad, que implica que la norma sea clara, comprensible y conocida por sus
destinatarios.

f)  Principio  de  responsabilidad,  que  supone  la  determinación  de  los  órganos  responsables  de  la
ejecución y del control de las medidas incluidas en la norma.

2. El  proceso de evaluación de impacto normativo incorporará la  metodología  adecuada que
permita  la  comparación  objetiva  y  cuantificada  de  las  ventajas  e  inconvenientes  de  las  distintas
opciones posibles para solucionar el problema que la norma pretende resolver.»

Seis. Se modifica el artículo 7, que queda redactado como sigue:

«Artículo 7. Memoria de Análisis de Impacto Normativo.

1. La Memoria de Análisis de Impacto Normativo (en adelante MAIN) es el documento en el que se
recoge y unifica toda la información que se acompaña, como trámite preceptivo, a los anteproyectos
de ley, proyectos de decretos legislativos y proyectos de disposiciones reglamentarias, justificando su
oportunidad y necesidad y realizando una estimación de los impactos que en diferentes ámbitos de la
realidad tendrá su aprobación.

2.  En el  caso de que el  proyecto normativo tenga impacto de carácter económico, presupuestario,
social, sobre cargas administrativas o cualquier otro impacto establecido en el artículo 7 bis, el órgano
directivo competente para impulsar la norma elaborará la memoria con el contenido que se establece
en el citado artículo.

3. En el caso de que por el órgano directivo competente para impulsar la norma se aprecie que el
proyecto no tiene un impacto relevante de carácter económico, presupuestario, social, sobre cargas
administrativas  o  cualquier  otro,  o  que  los  impactos  en  dichos  ámbitos  no  son  significativos,  se
elaborará por éste una Memoria Abreviada, con el contenido establecido en el artículo 7 ter.»
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Siete. Se incorpora un nuevo artículo 7 bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 7 bis. Contenido de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo.

1. Los procedimientos de aprobación de los anteproyectos de ley, decretos legislativos y disposiciones
reglamentarias incorporarán una MAIN que deberá contener los siguientes apartados:

a) Oportunidad de la propuesta de norma, que en todo caso incluirá:

1.º La identificación clara de los fines y objetivos perseguidos.

2.º Alternativas de regulación estudiadas, lo que deberá incluir una justificación de la necesidad de la
nueva norma frente a la alternativa de no aprobar ninguna regulación.

3.º Justificación de su adecuación a los principios de buena regulación establecidos en el artículo 129
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, y,  en particular, a los principios de necesidad y eficiencia, justificando la razón de interés
general en la que se funda, y que es el instrumento más adecuado para garantizar su consecución.
También deberá contener una explicación de su adecuación al principio de proporcionalidad, de forma
que  la  iniciativa  contenga  la  regulación  imprescindible  para  atender  la  necesidad  a  cubrir,  tras
constatar  que  no  existen  otras  medidas  menos  restrictivas  de  derechos  o  que  impongan  menos
obligaciones a los destinatarios.

b) Contenido y análisis jurídico, que incluirá los siguientes extremos:

1.º Referencia al Derecho nacional, si tiene carácter de normativa básica, al derecho de la Comunidad
Autónoma de Andalucía y al de la Unión Europea, que incluirá el listado pormenorizado de las normas
autonómicas que quedarán derogadas como consecuencia de la entrada en vigor de esta.

2.º Régimen de distribución de competencias.

3.º  Justificación  sobre  el  rango  del  proyecto  normativo  y  su  incardinación  con  el  resto  del
ordenamiento jurídico.

4.º Cuando se regule un procedimiento administrativo, se expondrán los factores tenidos en cuenta
para fijar su plazo máximo de duración, así como una previsión de su impacto organizativo y de los
recursos  de  personal  para  su  óptima  gestión.  El  análisis  del  procedimiento  administrativo  deberá
contener los criterios empleados en el diseño funcional del mismo, a fin de someterlos a un cribado de
técnicas de simplificación, evaluación de cargas administrativas, de factibilidad de su digitalización y
automatización,  y  a  la  evaluación  sobre  el  cumplimiento  de  la  normativa  vigente  en  materia  de
Administración electrónica. Asimismo, deberá incorporar, en la memoria o de forma independiente, el
código de identificación del nuevo procedimiento.

Cuando se modifiquen preceptos relativos a procedimientos administrativos ya existentes, se debe
llevar a cabo un estudio relativo al análisis y diagnóstico de los procedimientos y su posible rediseño.
Dicho  estudio  formará  parte,  en  su  caso  de  la  memoria.  Asimismo,  cuando  se  adicionen  nuevos
trámites en los procedimientos o la obligación de aportar nuevos documentos, se justificará que son
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eficaces, proporcionados y necesarios para la consecución de los fines propios del procedimiento. En
ambos supuestos se analizará los efectos que dicha modificación tiene sobre el plazo de duración del
procedimiento  y  la  previsión  del  impacto  organizativo  y  de  recursos  de  personal  para  su  óptima
gestión.

5.º Cuando mediante anteproyecto de ley o proyecto de decreto legislativo se establezca que el silencio
tendrá efecto desestimatorio, se expondrá específicamente la razón de interés general que lo justifica,
en los supuestos en los que el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio.

6.º Cuando se trate de la creación de nuevos órganos, la acreditación de la no coincidencia de sus
funciones y atribuciones con la de otros órganos existentes.

c) Impacto económico-financiero y presupuestario.

1.º El impacto económico evaluará las consecuencias de su aplicación sobre los sectores, colectivos o
agentes afectados por la norma, incluido el efecto sobre la competencia, así como sobre la unidad de
mercado, de conformidad con lo establecido en la Guía de Análisis de Impacto Normativo.

En su caso, se evaluará así mismo los impactos sobre las pequeñas y medianas empresas mediante la
consideración  de  las  peculiaridades  de  estas  a  través  del  uso  de  instrumentos  de  análisis  de  las
diferentes repercusiones que puede generar la aprobación de la norma.

2.º El impacto económico-financiero y presupuestario comprenderá, al menos, una estimación de su
incidencia  sobre  los  ingresos  y  gastos  públicos,  valorando  sus  repercusiones  y  efectos  sobre  los
ejercicios  presupuestarios  a  los  que  se  extienda su  vigencia,  con referencia  a  las  disponibilidades
presupuestarias.

d) Evaluación de las cargas administrativas que conlleva la propuesta, justificando su necesidad y el
coste de su cumplimiento para los obligados a soportarlas, con especial referencia al impacto sobre las
pequeñas y medianas empresas. En todo caso la iniciativa normativa evitará la imposición de cargas
innecesarias y accesorias y racionalizará en su aplicación la gestión de los recursos públicos.

e) Impacto por razón de género, en la infancia y adolescencia y en la familia. El impacto de género
analizará y  valorará los  resultados que se  puedan derivar  de la  aprobación del  proyecto desde la
perspectiva de la eliminación de desigualdades y de su contribución a la consecución de los objetivos
de igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres. A estos efectos las Unidades de
Igualdad de Género existentes prestarán asesoramiento al centro directivo que impulse la norma.

Asimismo, se realizará un análisis de los impactos en la infancia y adolescencia, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica
del Menor; y en la familia, de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional décima de la Ley
40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas y el  artículo 139.1 de la Ley
18/2003, de 29 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas.

f) Medios electrónicos. Se incorporará un apartado en materia de medios electrónicos en los siguientes
casos:

1.º El proyecto regula un procedimiento administrativo.
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2.º El proyecto guarda relación directa con las tecnologías de la información y la comunicación.

3.º El proyecto requiere de manera relevante de dichas tecnologías para llevarse a cabo.

Este apartado, así como el correspondiente contenido sobre impacto presupuestario en el ámbito TIC,
lo elaborará la Agencia Digital de Andalucía cuando a ésta le corresponda la definición y ejecución de
los medios electrónicos, en virtud del ámbito en el cual la Agencia ejerce el desempeño de sus fines
dispuestos en el  párrafo a)  del  apartado 1  de la  disposición  adicional  vigesimosegunda  de la  Ley
3/2020, de 28 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año
2021.

En  el  supuesto  de  que  el  proyecto  regule  un  procedimiento  administrativo,  la  Agencia  Digital  de
Andalucía elaborará un modelo tipo a partir del protocolo de telematización de los procedimientos y
herramientas  informáticas  de  asistencia  y  ayuda  que  se  elaborará  por  parte  de  todos  los  centros
directivos competentes. Dicho modelo contendrá previsiones en materia de gestión electrónica del
procedimiento y de cumplimiento de los requisitos relacionados con medios electrónicos derivados de
la Ley 39/2015,  de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas,  de este  Decreto,  y  demás normativa de aplicación,  así  como,  en  su  caso,  la  publicación
automatizada de información en la sección de transparencia del Portal de la Junta de Andalucía y en el
catálogo de datos abiertos.

g)  Evaluación de otros impactos que sean necesarios por razón de la materia objeto del proyecto,
prestando  especial  atención  al  impacto  de  carácter  ambiental  y  al  impacto  social.  Asimismo,  se
realizará un análisis sobre el  coste-beneficio con carácter potestativo y,  en todo caso,  cuando una
norma específica o sectorial así lo exija. Este análisis consistirá en un resumen de todos los costes y
beneficios de la norma, tanto directos como indirectos, debiendo quedar acreditado que los beneficios
esperados  compensan  o  superan  los  costes  derivados  del  proyecto  y  justifican  la  aprobación  del
mismo.

h) Resumen de las principales aportaciones recibidas en el trámite de consulta pública previa. En el
caso de prescindirse de este trámite de consulta pública previa, deberá justificarse la concurrencia de
alguna o varias razones, debidamente motivadas, previstas en el artículo 133.4 primer párrafo de la Ley
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y
artículo 28.2 de la Ley 7/2017, de 27 de diciembre, de Participación Ciudadana de Andalucía.

i) Descripción de la tramitación, motivación sobre el alcance del trámite de audiencia y petición de
informes y dictámenes,  con referencia a resúmenes de las principales aportaciones recibidas en el
trámite  de  audiencia  y  de  información  pública,  y  en  los  informes  y  dictámenes  preceptivos  y
facultativos evacuados. En todo caso, dicha descripción contendrá el resultado y el reflejo de aquéllas
en el texto del proyecto, así como, en su caso, las razones por las que se prescindió de aquellas o la
justificación  de  la  tramitación  de  urgencia,  cuando  proceda.  En  el  caso  de  que  se  acuerde  la
tramitación urgente del procedimiento, en la Memoria se mencionará la existencia dicho acuerdo, así
como las circunstancias que le sirven de fundamento conforme a lo previsto en el artículo 45 bis de la
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

j) Impacto en la protección de datos personales.
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k) Evaluación ex post, indicando la sistemática que se va a utilizar en la evaluación de los resultados de
la aplicación de la norma y la entidad u órgano que se considera idóneo para llevarla a cabo.

2. El órgano directivo competente para la realización de la Memoria, actualizará el contenido de ésta
con  las  novedades  significativas  que  se  produzcan  a  lo  largo  del  procedimiento  de  elaboración
normativa. En especial, se actualizará el apartado relativo a la descripción de la tramitación y petición
de informes, que comprenderá la valoración de las observaciones y alegaciones formuladas a lo largo
de todo el procedimiento.

3. Para  la  realización  y  estructuración  de  la  Memoria  de  Análisis  de  Impacto  Normativo  se
atenderá a las indicaciones contenidas en la Guía Metodológica que se aprobará mediante Acuerdo del
Consejo de Gobierno. En todo caso, se incluirá al principio de la Memoria una ficha con el resumen
ejecutivo de la misma, conforme a lo establecido en la Guía Metodológica.»

Ocho. Se incorpora un nuevo artículo 7 ter, que queda redactado como sigue:

«Artículo 7 ter. Contenido de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo Abreviada.

1. La Memoria Abreviada deberá incluir, al menos, los siguientes apartados:

a) Oportunidad de la norma.

b) Régimen de distribución de competencias.

c) En su caso, listado de las normas que quedan derogadas.

d) Impacto económico-financiero y presupuestario.

e) Impacto por razón de género, en la infancia y adolescencia y en la familia.

f) Medios electrónicos.

g) Descripción de la tramitación y consultas realizadas que comprenderá lo dispuesto en el apartado
1.i) del artículo 7 bis.

2. La Guía Metodológica incluirá indicaciones del contenido preciso de la Memoria Abreviada.

3. El  órgano  directivo  competente  deberá  justificar  oportunamente  en  la  propia  Memoria  los
motivos de su elaboración como abreviada.»

Nueve. Se modifica el artículo 8, que queda redactado como sigue:

«Artículo 8. Informe en materia de simplificación, organización y de valoración de la MAIN.

1. El órgano directivo central con competencias en materia de organización de los servicios públicos y
simplificación administrativa informará, con carácter preceptivo y no vinculante, los anteproyectos de
ley y las disposiciones reglamentarias y previamente a su aprobación, en lo relativo a organización y
procedimientos  administrativos,  así  como  lo  establecido  en  el  7  bis  1.b)  4.º  a  6.º  y  1.d).  No  será
necesario el informe en los supuestos de delegación de competencias.
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A estos efectos se comprobará,  en materia de organización, el  cumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 22.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, para que en ningún caso se puedan crear nuevos
órganos sin que en el expediente de su creación quede acreditado que sus funciones y atribuciones les
corresponden como propias, por no coincidir con las de otros órganos existentes, debiendo preverse
expresamente en los supuestos en que concurra dicha coincidencia la supresión o disminución de
competencias  del  órgano  o  unidad  administrativa  afectados.  En  materia  de  procedimientos
administrativos se comprobará su simplificación y agilización, y la reducción de cargas administrativas,
llevando a cabo un análisis del cumplimiento de los criterios establecidos en el artículo 6.

2.  El  órgano  competente  en  materia  de  impulso,  coordinación  y  seguimiento  de  las  actuaciones
encaminadas a la consecución de la mejora de la calidad normativa informará, con carácter preceptivo
y no vinculante, los anteproyectos de ley, decretos legislativos y demás disposiciones reglamentarias,
previamente a su aprobación, en lo relativo al cumplimiento del contenido de la MAIN establecido en
los artículos 7 bis y 7 ter, con excepción de lo recogido en el apartado 1 de este artículo. En la emisión
del  informe  se  comprobará  el  cumplimiento  de  los  principios  del  artículo  3.2  en  relación  con  la
evaluación de impacto normativo a efectos de mejorar la calidad normativa.

3. Los informes previstos en los dos apartados anteriores serán solicitados simultáneamente por la
persona titular de la Secretaría General Técnica de la Consejería que promueve la norma, remitiendo la
memoria a que alude el artículo 7 junto con el proyecto de disposición. La solicitud de informe referida
en el apartado 1 irá acompañada, en su caso, de la propuesta de formularios del procedimiento para su
normalización  y  correspondiente  inscripción  en  el  Registro  de  Procedimientos  y  Servicios,  en  los
términos previstos en el artículo 12.11 de este decreto.

4. Podrán integrarse en un único documento los informes recogidos en este artículo.

5. El plazo de emisión de los informes quedará interrumpido cuando se solicite la subsanación de
deficiencias o ampliación de información.»

Diez. Se modifica el artículo 9.1, que queda redactado como sigue:

«La Consejería competente en materia de impulso, coordinación y el seguimiento de las actuaciones
encaminadas a la consecución de la mejora de la calidad normativa pública elaborará cada dos años,
el Plan de Calidad y Simplificación Normativa, correspondiendo su aprobación al Consejo de Gobierno
mediante  acuerdo.  Este  plan  tendrá  como  objetivo  la  revisión,  simplificación  y,  en  su  caso,
consolidación  normativa  de  las  disposiciones  vigentes  en  el  Derecho  propio  de  la  Comunidad
Autónoma de Andalucía.»

Once. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 9 que queda redactado como sigue:

«4. Con el objetivo de mejorar la calidad normativa se implementarán metodologías adecuadas que
permitan  la  evaluación  de  impacto  normativo  mediante  técnicas  de  comparación  objetiva  y
cuantificada.»
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Doce. Se modifica el apartado 4 del artículo 12, que queda redactado como sigue:

«4. A fin de garantizar el cumplimiento de lo previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 28 de la Ley
39/2015, de 1 de octubre, si los datos o documentos que deban constar en el procedimiento ya obran
en poder de alguna Administración Pública y  están accesibles a través de los servicios y  sistemas
habilitados al  efecto, los formularios podrán incluir  la posibilidad de que las personas interesadas
manifiesten  su  oposición  expresa  a  que,  los  órganos  responsables  de  los  procedimientos
administrativos  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  puedan  acceder  a  los  servicios  de
consulta y de verificación.»

Trece. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 17, que quedan redactados como sigue:

«2. La Administración de la Junta de Andalucía puede crear sedes electrónicas de los siguientes tipos:

a) Sede electrónica general de la Administración de la Junta de Andalucía.

b) Sedes electrónicas derivadas.

c) Sedes electrónicas compartidas.

3. La creación de sedes electrónicas tendrá lugar mediante orden de las Consejerías competentes en
materia de administración pública y transformación digital y conforme a lo previsto en los artículos 19
y 20. La orden de creación establecerá:

a) La Consejería, agencia o consorcio titular de la sede y de la integridad, veracidad y actualización de
la información y de los servicios que se presten mediante la misma.

b) La dirección electrónica en la que será accesible.

c) El ámbito de aplicación de la sede.

d) Los contenidos y servicios que se prestarán mediante la misma.»

Catorce. Se modifica el apartado 3 del artículo 19, que queda redactado como sigue:

«3.  La  titularidad  de  la  Sede  electrónica  general  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía
corresponde a la Administración de la Junta de Andalucía. Su mantenimiento y evolución tecnológica
corresponde a la Agencia Digital  de Andalucía. Su gestión y supervisión de contenidos de carácter
general  corresponde  a  la  Consejería  competente  en  materia  de  administración  pública.  Cada
Consejería, agencia o consorcio, en su caso, será responsable, en el ámbito de sus competencias y de
acuerdo con las  materias  de que se  trate,  de los  datos,  documentos,  informaciones,  contenidos y
servicios accesibles en la Sede electrónica general.»

Quince. Se modifica el artículo 20, que queda redactado como sigue:
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«Artículo 20. Sedes derivadas y sedes compartidas.

1.  Atendiendo  a  los  principios  de  eficacia  y  eficiencia  en  la  prestación  de  servicios,  y  conforme  a
criterios de especialización, mediante orden conjunta de las Consejerías competentes en materia de
administración pública y transformación digital se podrán crear sedes derivadas de la sede electrónica
general de la Administración de la Junta de Andalucía, las cuales deberán resultar accesibles desde
ésta última, sin perjuicio de que sea posible el acceso electrónico directo a las mismas.

2. Mediante convenios de colaboración se podrán crear sedes electrónicas compartidas por la
Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  y  otras  Administraciones  Públicas.  Por  parte  de  la
Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  estos  convenios  serán  suscritos  por  las  Consejerías
competentes en materia de administración pública y transformación digital, y serán publicados en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. Las sedes electrónicas compartidas tendrán el contenido que
se determine en su instrumento de creación.»

Dieciséis. Se modifica al artículo 36.1, que queda redactado como sigue:

«1. La Administración de la Junta de Andalucía adoptará las medidas adecuadas para avanzar en la
digitalización de la gestión de los servicios públicos, mediante la implantación progresiva de medios
electrónicos en la gestión de su actividad administrativa, en las comunicaciones, relaciones, trámites y
prestaciones de servicios con la ciudadanía, así como en sus comunicaciones internas y servicios al
empleado público, de forma que se garantice el funcionamiento íntegramente electrónico.

A tal  fin,  con objeto de impulsar  la  modernización de los  procesos  y  para lograr  la  prestación de
servicios públicos de calidad centrados en las personas, promoverá una gobernanza inteligente del
dato.»

Diecisiete. Se añade un nuevo artículo 37. bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 37 bis. La Plataforma de Intermediación de datos de la Junta de Andalucía.

1. Para hacer efectivo el derecho reconocido previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 28 de la Ley
39/2015, de 1 de octubre, la Plataforma de Intermediación de datos de la Administración de la Junta de
Andalucía la herramienta corporativa de la Administración autonómica mediante la que se podrán
consultar  o  verificar  determinados  datos  y  documentos  de  los  ciudadanos  sin  perjuicio  de  otros
sistemas electrónicos habilitados al efecto de carácter sectorial.

2. La consulta de los datos o documentos en la plataforma será realizada, previa autorización legal o
consentimiento expreso del interesado en los términos establecidos en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de
diciembre,  de Protección de Datos Personales y  garantía de los  derechos digitales y  normativa de
desarrollo, por los empleados públicos de la Administración autonómica en aquellos procedimientos
para los que estén expresamente habilitados. La información obtenida de las consultas realizadas se
utilizará, exclusivamente, para la finalidad con que fue recabada.
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3. Los documentos o datos de carácter personal a consultar o verificar en la plataforma provendrán
tanto de registros o ficheros automatizados de la propia Administración de la Junta de Andalucía,
como de aquellos que se encuentren disponibles mediante el intercambio electrónico en entornos
cerrados de comunicación con otras administraciones públicas en los términos de los convenios de
colaboración que resulten de aplicación.

4. Las  autorizaciones  para  el  acceso  a  los  servicios  proporcionados  por  la  plataforma  serán
concedidas por el órgano responsable del mantenimiento del Registro de Procedimientos y Servicios
mediante el acto de inscripción en dicho Registro, que estará, asimismo, facultado para las actuaciones
de control y supervisión que procedan con el fin de verificar la adecuada obtención y utilización de la
información cedida y de las condiciones normativas o convencionales que resulten de aplicación.»

Dieciocho. Se modifica el párrafo a) del apartado 2 del artículo 41, que queda redactado como sigue:

«a) Tablones de edictos electrónicos, en la sede electrónica que corresponda, con la advertencia de
cuál es la fecha de eficacia de la actuación.»

Veinte. Se añade un nuevo artículo 42 bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 42 bis. Comprobación automatizada.

1.  Los  organismos,  órganos  y  entidades  de  la  Administración  autonómica,  cuando  ejerzan
competencias administrativas, podrán realizar comprobaciones o verificaciones automatizadas de las
informaciones que precisen para la gestión de los trámites de su competencia.

2. La comprobación o verificación automatizada requerirá la identificación de la información en el
diseño y rediseño funcional de los procedimientos, trámites y servicios, y se realizará sin necesidad de
intervención  directa  de  una  persona  empleada  pública  en  la  gestión  de  los  expedientes  sin  otras
dilaciones  que  las  que,  en  su  caso,  pudieran  derivarse  de  la  disponibilidad  y  continuidad  de  las
plataformas o sistemas que la soporten, todo ello sin perjuicio de la necesaria supervisión y control por
empleado público del proceso.

3. Las previsiones contenidas en este precepto se llevarán a cabo con respeto a la normativa de
protección de datos de carácter personal; así como el acceso a los datos de carácter reservado se hará
conforme a lo establecido por la normativa básica estatal o de la Unión Europea.»

Veinte. Se modifica la disposición adicional sexta, que queda redactada como sigue:

«Disposición adicional sexta Transparencia y seguimiento de la mejora regulatoria

1. Bienalmente la Inspección General de Servicios de la Junta de Andalucía evaluará el cumplimiento
de los instrumentos de análisis ex ante y ex post previstos para la mejora de la calidad regulatoria y a la
aplicación de los principios de sostenibilidad y buena regulación.
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2. En la emisión del informe se comprobará que el informe ex ante emitido por el órgano directivo
central  con  competencias  en  materia  de  organización  de  los  servicios  públicos  y  simplificación
administrativa a que hace referencia el artículo 8 de este decreto contiene recomendaciones claras y
basadas en evidencias. Así mismo comprobará que por parte de los distintos órganos directivos, estas
recomendaciones se han considerado o incorporado al expediente los motivos por los que no sean
necesario para garantizar la calidad de la elaboración de la norma.»

Veintiuna. Se añade un nuevo apartado g) en el artículo 43.1, que queda redactado como sigue:

«g) Promover una gobernanza inteligente del dato que proporcione conocimiento e información de
valor en la prestación de servicios públicos de calidad centrados en las personas y en la gestión e
intercambio  transparente  de  datos,  donde  la  información  se  utilice  eficientemente  para  diseñar
políticas públicas alineadas con la realidad social, económica y territorial de Andalucía.»

Veintidós. Se añade una nueva Disposición adicional novena, que queda redactada como sigue:

«Disposición  adicional  novena.  Creación  de  la  Red  de  Oficinas  de  asistencia  en  materia  de
registros.

Con  el  fin  de  coordinar,  racionalizar  y  homogeneizar  la  relación  por  medios  presenciales  de  la
ciudadanía con la Administración, las Oficinas de asistencia en materia de registros de la Junta de
Andalucía se constituyen como unidades de servicios comunes, adscritas a la Consejería competente
en materia de Administración Pública.

La relación de Oficinas de asistencia en materia de registros estará publicada en la Sede Electrónica
General de la Junta de Andalucía y todas ellas formarán una Red.»

Veintitrés. Se añade una nueva Disposición adicional décima, que queda redactada como sigue:

«Disposición adicional décima. Catálogo de Buenas Prácticas.

1. Con objeto de estimular la actitud proactiva de los órganos y entidades del sector público de la Junta
de  Andalucía  en  el  desarrollo  de  iniciativas  para  la  simplificación  administrativa,  la  Comisión
Interdepartamental  de  Coordinación  y  Racionalización  Administrativa,  elaborará  un  Catálogo  de
Buenas Prácticas. Dicho catalogo deberá ser revisado, al menos cada dos años.

2. Podrá así mismo otorgar premios y menciones a aquellas iniciativas especialmente relevantes
por su carácter innovador y sus efectos positivos para la simplificación administrativa.»

Veinticuatro.  Se  añade  una  nueva  disposición  adicional  undécima,  que  queda  redactada  como
sigue:
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«Disposición  adicional  undécima.  Metodologías  para  la  aplicación  en  materia  de  calidad
normativa.

Mediante Orden de la Consejería con competencias en materia de calidad normativa se definirán las
metodologías a las que se hace referencia en el artículo 9.4 de este decreto.»

Veinticinco. Se modifica el apartado 1 de la disposición transitoria segunda, que queda redactado
como sigue:

«1. A la entrada en vigor de este decreto continuará en funcionamiento la sede electrónica regulada en
el Decreto 188/2018, de 9 de octubre, de ordenación del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. Dicha
sede pasará a tener la consideración de sede electrónica derivada de la sede electrónica general de la
Administración de la Junta de Andalucía una vez creada dicha sede.»

Trece. Se modifica el Anexo III, añadiendo los siguientes apartados:

«c) Sistema de firma basado en la consignación del número de NIF/NIE, el IDESP/IXEPS y la fecha de
caducidad, de las personas que componen una unidad familiar, para manifestar oposición expresa o
consentimiento expreso, según lo previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1
de octubre, y el artículo 42 de este Decreto.

d) Sistema de firma basado en la tarjeta electrónica del profesorado en Andalucía y personal de centros
docentes, para los trámites y actuaciones que dicho personal realice en el ámbito de la Administración
Educativa de Andalucía.

e) Sistema de firma basado en intercambio de claves a través de mensajes SMS para las personas de la
comunidad educativa andaluza.»

Artículo 60. Modificación del Decreto 96/2017, de 27 de junio, por el que se regula la 
coordinación de la estrategia de imagen institucional de la Administración de
la Junta de Andalucía.

Uno. Se modifica el artículo 7, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 7. Informes preceptivos y vinculantes en acciones de comunicación institucional.

1. Conforme a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 33 de la Ley 1/2015, de 21 de diciembre, del
Presupuesto  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Andalucía  para  el  año 2016,  cualquier  acción  de
comunicación institucional  que conlleve gasto y  se  pretenda realizar  por  alguno de los  órganos o
entidades incluidas en el ámbito de aplicación del Decreto requerirá, con carácter previo al inicio del
expediente de contratación, el  informe preceptivo y vinculante del Centro Directivo competente en
materia  de  comunicación  social  sobre  la  procedencia  de  la  misma,  conforme  a  los  modelos
homogéneos y procesos simplificados que se establezcan reglamentariamente.
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2. Los demás supuestos en los que se prevean necesidades de comunicación institucional y no
esté determinado de antemano el gasto de cada una de las acciones que se llevarán a cabo requerirán,
asimismo,  de  informe  favorable  y  vinculante  del  Centro  Directivo  competente  en  materia  de
comunicación social, sin perjuicio de que, una vez determinado el gasto, cada una de las acciones de
comunicación institucional deberá contar con el informe previsto en el apartado anterior.»

Dos. Se modifica el artículo 8, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 8. Informe de adecuación a la identidad corporativa de la Junta de Andalucía en acciones
de comunicación institucional.

De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del citado artículo 33 de la Ley 1/2015, de 21 de
diciembre,  con carácter previo a  la ejecución de la acción de comunicación institucional,  deberán
remitirse las piezas creativas y/o el  plan de medios al  Centro Directivo competente en materia de
comunicación social para que éste emita un informe de adecuación a la identidad corporativa de la
Junta de Andalucía, y de compromiso con el uso del lenguaje e imágenes no sexistas, la accesibilidad a
la comunicación institucional, y el respeto a los principios de la Ley 6/2005, de 8 de abril, reguladora de
la Actividad Publicitaria de las Administraciones Públicas de Andalucía.»

Tres. Se modifica el artículo 9, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 9. Plazo de evacuación de los informes.

1.  El  Centro  Directivo  competente  en  materia  de  comunicación  social  emitirá  los  informes
contemplados en los artículos 7 y 8 en el plazo de 7 días.

2. La falta de evacuación de los citados informes en el plazo contemplado en el apartado anterior,
determinará el sentido desfavorable de los mismos.»

Cuatro. Se modifica el artículo 10, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 10. Asesoramiento en expedientes de contratación.

1. Los órganos y entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este Decreto antes del inicio del
expediente de contratación pondrán en conocimiento del centro directivo competente en materia de
comunicación social los proyectos de pliegos de prescripciones técnicas y de cláusulas administrativas
particulares  de  las  acciones  de  comunicación  institucional  que  se  pretendan  desarrollar  para  su
asesoramiento.

2. Igualmente,  el  Centro  Directivo  competente  en  materia  de  comunicación  social  facilitará
asistencia técnica, si así lo solicitasen, a los órganos y entidades incluidos en el ámbito de aplicación
de  este  Decreto,  en  relación  con  aquellos  aspectos  que  consideren  de  interés  en  el  proceso  de
licitación, ya sea en la valoración de ofertas, resolución de dudas técnicas puntuales, entre otros, y que
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tengan que ver con el desarrollo de acciones de comunicación institucional y campañas de publicidad,
incluyendo la comunicación integrada en proyectos cofinanciados con fondos europeos.»

Cinco. Se modifica el apartado 5 del artículo 14, que queda redactado del siguiente modo:

«5. A partir de la información facilitada, el Centro Directivo competente en materia de comunicación
social elaborará anualmente el borrador de la Estrategia Anual de Comunicación Institucional.»

Seis. Se suprimen el apartado 4 del artículo 15, el apartado 3 del artículo 16, y la disposición adicional
primera, referidos a la Comisión Interdepartamental de Comunicación y Publicidad Institucional.

Artículo 73. Modificación de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de 
la Junta de Andalucía.

Uno. Se modifica el apartado 7 del artículo 53.bis, que queda redactado como sigue:

«7. El pago del importe de los trabajos realizados se efectuará con la periodicidad establecida en la
resolución por la que se ordene el encargo y conforme a la actuación efectivamente realizada, una vez
expedida  certificación  de  conformidad  por  la  persona  designada  para  dirigir  la  actuación  y/o  el
documento que acredite la realización total  o parcial  de la actuación de que se trate.  También se
deberá aportar  certificación en la que conste la  aplicación de las  tarifas  aprobadas a  los  trabajos
ejecutados,  así  como el  coste efectivo soportado por  el  medio propio para las  actividades que se
subcontraten con empresarios particulares o entidades del sector público en los casos en que estos
costes sean inferiores al resultante de aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas, mediante la
relación  detallada  y  certificada  de  las  facturas  que  deba  abonar  el  medio  propio.  En  el  caso  de
actuaciones  financiadas  con  fondos  procedentes  de  la  Unión  Europea,  deberá  asegurarse  la
posibilidad de subvencionar estos gastos de acuerdo con lo establecido en la normativa comunitaria.

No  obstante,  en  las  condiciones  y  con  los  requisitos  que  se  determinen  por  el  órgano  o  entidad
competente para efectuar el encargo, este podrá autorizar pagos en concepto de anticipo, cuya cuantía
no podrá superar los límites establecidos en el artículo 26.3 del texto refundido de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, debiendo quedar justificado el anticipo antes de los tres
meses siguientes a la finalización del plazo de ejecución del encargo y, en todo caso, con anterioridad
al último pago que proceda»

Dos. Se modifica el apartado e) del punto 1 del artículo 37, que queda redactado como sigue:

«e) Requerir a las entidades locales de la provincia para que anulen los actos y acuerdos referidos al
ámbito de las competencias de la respectiva Delegación del Gobierno que infrinjan el ordenamiento
jurídico y, en su caso, promover la impugnación de los actos o acuerdos de las entidades locales de la
provincia que infrinjan el ordenamiento jurídico.»
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Tres. Se modifica el apartado d) del artículo 39, que queda redactado como sigue:

«d) Requerir a las entidades locales de la provincia para que anulen los actos y acuerdos, referidos al
ámbito  de  las  competencias  de  la  respectiva  Delegación  Territorial  y  Provincial,  que  infrinjan  el
ordenamiento jurídico.»

Cuatro. El apartado d) del artículo 39, pasa a ser el apartado e) de este artículo.

Cinco. Se modifica el artículo 82, que queda redactado como sigue:

Artículo 82. Registro Electrónico Único.

«1. La Administración de la Junta de Andalucía dispondrá de un registro electrónico, que será único
para la Administración de la Junta de Andalucía,  sus agencias administrativas y,  para las agencias
públicas empresariales, las agencias de régimen especial y los consorcios a los que se refiere el artículo
12.3 de esta Ley, cuando ejerzan potestades administrativas. En el Registro Electrónico Único, quedará
constancia de la entrada y salida de los documentos.

2. El Registro Electrónico Único será accesible en las respectivas sedes electrónicas, rigiéndose por su
fecha y hora oficial y donde constará el calendario de días inhábiles.

3.  El  Registro  Electrónico  Único será interoperable  con los  registros  del  resto  de Administraciones
Públicas,  en  los  términos establecidos  por  la  legislación del  procedimiento  administrativo  común,
garantizándose su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de
los  asientos  registrales  y  de  los  documentos  que  se  presenten  en  cualquiera  de  los  registros
electrónicos.

4. Reglamentariamente se regulará el funcionamiento del Registro Electrónico Único».

Seis. Se modifica el artículo 83, que queda redactado como sigue:

«Artículo 83. Oficinas de asistencia en materia de registros.

1. El Registro Electrónico Único estará asistido por las oficinas de asistencia en materia de registros que
reglamentariamente se determinen.

2.  Las  oficinas  de  asistencia  en  materia  de  registros  ejercerán  las  funciones  establecidas  en  la
legislación  estatal  básica,  así  como  aquellas  otras  que  reglamentariamente  les  sean  atribuidas  al
establecer su cartera de servicios.

3. Reglamentariamente se establecerán los días y horario en que deberán permanecer abiertas,
así como, el procedimiento por el que se acuerde su establecimiento, modificación o supresión».

Siete. Se modifica el artículo 84, que queda redactado como sigue:
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«Artículo 84. Presentación de documentos.

1. Quienes de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, tengan
capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, tendrán derecho a presentar documentos en el
Registro  Electrónico  Único  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía,  así  como,  a  obtener
constancia de dicha presentación.

2. Los órganos administrativos que por error reciban documentos de las personas interesadas, darán
traslado  inmediato  de  los  mismas  al  órgano  competente  para  su  tramitación  poniéndolo  en
conocimiento de aquellas.

3. Las personas interesadas tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder
de la Administración de la Junta de Andalucía en los términos establecidos en la legislación estatal
básica».

Ocho. Se suprime la disposición adicional primera.

Artículo 74. Modificación del texto refundido de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, 
de 2 de marzo.

Uno. Se modifica el artículo 12.d), que queda redactado como sigue:

«d) Autorizar con carácter previo a su aprobación los actos administrativos o negocios jurídicos que
conlleven realización de gastos, en los supuestos previstos legalmente».

Dos. Se modifica el artículo 14.c), que queda redactado como sigue:

«c)  Aprobar,  en  los  casos  en  que  le  correspondan  conforme  al  ordenamiento  jurídico,  los  actos
administrativos o negocios jurídicos que conlleven la realización de gastos y, en su caso, elevarlos al
Consejo de Gobierno para su autorización previa, en los supuestos previstos legalmente.»

Tres. Se modifica el artículo 15 c), que queda redactado como sigue:

«c) Aprobar los actos administrativos o negocios jurídicos que conlleven la realización de gastos y, en
su caso, elevarlos por conducto de la persona titular de la Consejería al Consejo de Gobierno para su
autorización previa en los supuestos previstos legalmente.»

Cuatro. El apartado 6 del artículo 35 queda redactado del siguiente modo:

«6.  Al  texto  articulado  del  anteproyecto  de  Ley  del  Presupuesto  de  la  Comunidad  Autónoma  de
Andalucía se acompañará una memoria justificativa de su contenido.»
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Cinco. El artículo 36 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 36. Remisión al Parlamento.

El proyecto de Ley del Presupuesto, integrado por el texto articulado y los estados de ingresos y de
gastos,  se  remitirá  al  Parlamento  de  Andalucía  al  menos  dos  meses  antes  de  la  expiración  del
Presupuesto corriente, para su examen, enmienda y aprobación.

Al proyecto de Ley del Presupuesto se acompañará la siguiente documentación:

a) La cuenta consolidada del Presupuesto.

b) La memoria económica, comprensiva de la información sobre objetivos, actuaciones e indicadores
de los programas presupuestarios, y de las principales modificaciones que presenten comparados con
el Presupuesto vigente.

c) La liquidación del Presupuesto del año anterior y un avance de la del ejercicio corriente.

d) Un informe económico y financiero.

e) La clasificación por programas del Presupuesto.

f) El informe de evaluación de impacto de género.

g) El informe sobre la incidencia de los indicadores presupuestarios en el cambio climático.

h) El informe de evaluación de enfoque de los derechos de la infancia, la adolescencia y la familia.

i) El anexo de inversiones con los proyectos de inversión de las Consejerías, agencias administrativas,
agencias  de  régimen  especial,  agencias  públicas  empresariales,  sociedades  mercantiles  del  sector
público andaluz,  consorcios,  fundaciones y demás entidades de Derecho Público de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

j) El anexo de personal, incluyendo al personal de las Consejerías, agencias, consorcios, sociedades
mercantiles  del  sector  público andaluz,  fundaciones  y  demás  entidades  de  Derecho Público de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Toda la documentación que se entregue al Parlamento de Andalucía será objeto, tras su remisión, de
publicación en el Portal de Transparencia. Una vez aprobada la Ley, se procederá de igual forma a la
publicación  en  dicho  Portal  de  Transparencia  del  Presupuesto  de  la  Junta  de  Andalucía  y  de  su
documentación anexa.»

Seis. Se modifica el artículo 43, que queda redactado como sigue:

«Artículo 43. Créditos extraordinarios y suplementos de crédito.

Cuando haya de realizarse con cargo al Presupuesto algún gasto que no pueda demorarse hasta el
ejercicio siguiente y no exista en él crédito o sea insuficiente y no ampliable el consignado, la persona
titular de la Consejería competente en materia de Hacienda, previo informe de la Dirección General de
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Presupuestos,  elevará  al  acuerdo  del  Consejo  de  Gobierno  la  remisión  de  un  proyecto  de  Ley  al
Parlamento de concesión de un crédito extraordinario,  en el  primer caso,  o de un suplemento de
crédito en el segundo, y en el que se especifiquen los recursos concretos que deben financiarlos.

En el supuesto de que el Consejo de Gobierno haya acordado la aplicación del Fondo de Contingencia
contemplado en el artículo 35.4, de conformidad con el artículo 52 bis.4 el crédito extraordinario o
suplemento  de  crédito  correspondiente  será  aprobado  por  la  persona  titular  de  la  Consejería
competente en materia de Hacienda.»

Siete. Se modifica el artículo 52, que queda redactado como sigue:

«Artículo 52. Competencia en la gestión de los gastos.

1.  La  competencia  en  materia  de gestión  de los  gastos  corresponderá a  quienes la  ostenten para
adoptar  los  actos  administrativos  o  negocios  jurídicos  que  los  generen  y  ejecuten,  conforme  a  lo
dispuesto  en  las  normas  que  regulen  la  estructura  orgánica  y  atribución  de  competencias  en  la
Administración de la Junta de Andalucía, instituciones, agencias administrativas, de régimen especial,
públicas empresariales referidas en el artículo 2.c) y consorcios adscritos, sin perjuicio de que, en los
supuestos legalmente establecidos, se requiera la autorización del Consejo de Gobierno previamente a
la adopción de los actos administrativos o negocios jurídicos que conlleven la realización de gasto.

A estos efectos, los actos de ejecución presupuestaria del gasto son actos debidos consecuencia de los
actos de gestión administrativa o negocios jurídicos de los que derive, de forma que, cuando conlleven
un gasto se producirá de forma simultánea la fase de gestión presupuestaria que le corresponda.

2. La desconcentración, la delegación y, en general, los actos por los que se transfieran la titularidad o
el  ejercicio de las competencias citadas en el  apartado anterior se entenderán siempre referidos a
ambas competencias, de gestión administrativa y de gestión presupuestaria.

3. La Consejería competente en materia de Hacienda podrá imputar al presupuesto de gastos de
la  Consejería,  agencia  administrativa,  agencia  de  régimen  especial,  agencia  pública  empresarial
comprendida en  el  artículo  2.c)  o  consorcio afectado las  obligaciones  de pago no  atendidas a  su
vencimiento  que  hubieran  ocasionado  minoración  de  ingresos  o  incremento  de  gasto  por
compensaciones de deudas o deducciones sobre transferencias efectuadas por otras Administraciones
Públicas. A tal efecto adoptará, asimismo, los acuerdos y dictará las resoluciones que procedan para la
adecuada  contabilización  de  los  respectivos  gastos  e  ingresos,  realizando  estas  actuaciones  en  el
ejercicio en el que se produzcan. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 4 y 5 del
artículo 53 bis.»

Ocho. Se añade un nuevo artículo 52 bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 52 bis. Ejecución del presupuesto de gastos.

1. La ejecución del presupuesto de gastos se realizará a través de las siguientes fases:
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a) Aprobación de la realización de gasto. Se corresponde con el acto administrativo o negocio jurídico
que conlleva la realización de un gasto determinado por una cuantía cierta o estimada, reservando a
tal fin la totalidad o parte de un crédito presupuestario.

b) Disposición. Se corresponde con el acto administrativo o negocio jurídico del que se deriva, en la
cuantía y condiciones establecidas, un compromiso de gasto frente a terceros, de la Administración de
la  Junta  de  Andalucía,  sus  agencias  administrativas,  de  régimen  especial,  públicas  empresariales
referidas en el artículo 2.c), los consorcios adscritos, y en general, cualesquier organismo y entidad de
derecho público vinculado o dependiente de la Administración de la Junta de Andalucía sometido a la
contabilidad presupuestaria.

c) Reconocimiento de la obligación. Declara la existencia de un crédito exigible contra la Hacienda
Pública y comporta la propuesta de pago correspondiente.

d) Ordenación del pago y pago material conforme a lo dispuesto en el artículo 73bis.

2.  La  sucesión  de  las  fases  de  gestión  del  presupuesto  de  gastos  requerirá,  en  todo  caso,  de  la
materialización de los actos administrativos o negocios jurídicos que las generen de acuerdo con lo
dispuesto en la normativa aplicable. Atendiendo a la naturaleza de los gastos y a criterios de economía
y agilidad administrativa, podrán acumularse en un solo acto todas o algunas de las fases de ejecución
del gasto en los supuestos y con las condiciones que se determinen por la consejería competente en
materia de Hacienda.

3.  Con cargo a  créditos que figuren en los estados de gastos de la Administración de la  Junta de
Andalucía, de las agencias administrativas, de régimen especial y las públicas empresariales referidas
en el artículo 2.c), y consorcios, correspondientes a servicios cuyo volumen de gasto tenga correlación
con el importe de tasas, cánones y precios públicos liquidados por las mismas, o que por su naturaleza
o  normativa  aplicable  deban  financiarse  total  o  parcialmente  con  unos  ingresos  específicos  y
predeterminados, tales como los provenientes de transferencias finalistas, subvenciones, convenios
con otras Administraciones o encargos de ejecución a medios propios personificados,  solo podrán
gestionarse sus gastos en la medida en que se vaya asegurando su financiación.

4. Con cargo al crédito del Fondo de Contingencia se financiarán únicamente, cuando proceda, las
siguientes modificaciones de crédito:

a) Crédito extraordinario.

b) Suplementos de crédito.

c) Ampliaciones.

En ningún caso podrá utilizarse el mencionado crédito para financiar modificaciones destinadas a dar
cobertura a gastos o actuaciones que deriven de decisiones discrecionales de la Administración, que
carezcan de cobertura presupuestaria.

Su aplicación se decidirá por el  Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en
materia de Hacienda.»
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Nueve. Se modifica el artículo 54, que queda redactado como sigue:

«Artículo 54. Ordenación de pagos.

1. Corresponde a la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda las funciones
de ordenación general de pagos de la Administración de la Junta de Andalucía.

2.  Compete  a  las  personas  titulares  de  la  Presidencia  o  Dirección  de  las  instituciones,  agencias
administrativas,  de  régimen  especial  y  públicas  empresariales  referidas  en  el  artículo  2.c)  y  los
consorcios, la ordenación de los pagos relativos a sus gastos.

3. La Consejería competente en materia de Hacienda podrá establecer directrices a los entes referidos
en el apartado anterior, para el ejercicio de sus funciones de ordenación de los pagos y ejercerá la
supervisión  de  su  cumplimiento  con  el  objeto  de  garantizar  las  exigencias  establecidas  en  la  Ley
Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

4. El régimen de la ordenación de pagos se regulará por Decreto a propuesta de la persona titular
de la Consejería competente en materia de Hacienda.»

Diez. Se modifica el artículo 90, que queda redactado como sigue:

«Artículo 90. La fiscalización previa.

1. La fiscalización previa de los gastos y las obligaciones consiste en el examen de los expedientes
administrativos que conllevan gasto, con el fin de verificar que su contenido y tramitación se ajustan a
la  legalidad  vigente,  en  los  términos  previstos  en  este  artículo  y  en  lo  que  se  disponga
reglamentariamente.

2. Serán objeto de fiscalización previa los expedientes administrativos que conlleven alguna de las
siguientes fases de ejecución del gasto, y justificación de libramientos, definidas en la normativa de
desarrollo de esta Ley:

a) La aprobación de la realización de gasto.

b) La disposición del gasto.

c) El reconocimiento de la obligación.

d) La justificación de los pagos de justificación posterior.

3. La Intervención General podrá establecer, mediante resolución publicada en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía, que los extremos a comprobar en la fiscalización previa sean los siguientes:

a) La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado y suficiente a la naturaleza
del gasto u obligación que se proponga contraer. En los casos en que se trate de disposición de gastos
con cargo a ejercicios futuros se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el artículo 40 de
esta Ley.

b)  Que  la  aprobación  de  la  realización  de gasto,  el  acto o  negocio  jurídico  del  que se  deriva una
disposición de los gastos y el reconocimiento de las obligaciones se proponen al órgano competente.
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c)  Que  los  expedientes  de  reconocimiento  de  obligaciones  corresponden  a  gastos  aprobados  y
fiscalizados favorablemente.

d)  Aquellos  otros  extremos  que,  por  su  trascendencia  en  el  proceso  de  gestión,  determine  la
Intervención General.

4. Si la Intervención, al realizar la fiscalización, se manifestase en desacuerdo con el contenido de los
actos examinados o con el procedimiento seguido para su adopción, deberá formular sus reparos de
forma motivada. La formulación del reparo suspenderá la tramitación del expediente hasta que sea
solventado, bien por subsanación de las deficiencias, o bien, en el caso de no aceptación del reparo,
por la resolución del procedimiento previsto en el apartado siguiente.

En el  supuesto de que la función interventora se desarrolle en el  régimen previsto en el  apartado
anterior, consistente en la previa delimitación del alcance por resolución de la Intervención General,
únicamente procederá la formulación de reparos cuando no se cumpla alguno de los aspectos de
comprobación establecidos. En caso contrario, el ámbito de comprobación se extenderá a los aspectos
de legalidad económico-presupuestaria y únicamente procederá la formulación de reparo en los casos
siguientes:

a) Cuando no exista crédito presupuestario suficiente y adecuado a la naturaleza del gasto que se
proponga autorizar.

b)  En  los  casos  de  falta  de  competencia  del  órgano  al  que  se  propone  la  aprobación  del  acto
administrativo o negocio jurídico que conlleva la realización del gasto.

c) Si no queda acreditada la legitimidad de la persona o entidad en cuyo favor se contrae la disposición
de gasto.

d) Si no se acredita documentalmente la efectiva realización de la prestación y el derecho del acreedor.

e) En los supuestos en los que, siendo preceptiva la fiscalización previa, se haya omitido este trámite.

5. Si el órgano al que afecta el reparo no estuviera conforme con el mismo, se procederá de la siguiente
forma:

a) Cuando haya sido formulado por la Intervención que efectúa la fiscalización previa, corresponderá a
la Intervención General conocer de la discrepancia, siendo su resolución obligatoria para aquella.

b) Cuando el reparo emane de la Intervención General o esta, previa tramitación del expediente por la
persona titular de la Viceconsejería correspondiente, haya confirmado el reparo de una Intervención,
subsistiendo la discrepancia, corresponderá la resolución:

1.° A la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras, cuando el importe del gasto no exceda de
150.000 euros.

2.° Al Consejo de Gobierno en los demás casos.

6. No están sometidos a fiscalización previa de la aprobación de la realización y disposición del gasto:

a) Los contratos menores, así como los asimilados a ellos en virtud de la legislación contractual.
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b) Los gastos del Capítulo II de la clasificación económica del estado de gastos menores de 3.000 euros
o los gastos de la misma naturaleza menores de los importes que se establezcan reglamentariamente.

c) Los gastos de honorarios de los agentes recaudadores.

d)  Los  gastos  de  depósitos  previos  e  indemnizaciones  por  rápida  ocupación,  derivados  de  las
expropiaciones forzosas.

e)  Los  gastos  de  carácter  periódico  y  demás  de  tracto  sucesivo,  una  vez  intervenido  el  gasto
correspondiente al periodo inicial del acto o contrato del que se deriven o sus modificaciones.

Reglamentariamente podrán excluirse de fiscalización previa, en cualquiera de las fases previstas en el
apartado 2 de este artículo, aquellos gastos, distintos o no a los descritos anteriormente, para los que
se considere más adecuada otra forma de control.

La  Intervención  General  podrá  establecer  procedimientos  de  control  posterior  sobre  los  gastos
excluidos de fiscalización previa.

7. La fiscalización previa podrá ejercerse aplicando técnicas de muestreo o comprobaciones periódicas
a los gastos de personal  y de subvenciones,  así  como a cualesquiera otros en los que concurra la
circunstancia de afectar a un gran número de actos, documentos o expedientes. A tales efectos, la
Intervención General determinará los actos, documentos y expedientes sobre los que la fiscalización
previa podrá ser ejercitada sobre una muestra y no sobre el total de los expedientes, estableciendo los
procedimientos aplicables para la muestra, de manera que se garantice la fiabilidad y la objetividad de
la información.

8. En los supuestos en los que la fiscalización previa o la comprobación material del gasto prevista
en el apartado 2 del artículo anterior fuesen preceptivas y se hubiesen omitido, no se podrá continuar
el expediente administrativo que conlleve gasto ni, por tanto, reconocer la obligación, ni tramitar el
pago, ni fiscalizar favorablemente estas actuaciones hasta que, en su caso, se resuelva dicha omisión,
mediante su convalidación por el  Consejo de Gobierno o la Comisión General  de Viceconsejeros y
Viceconsejeras, en los términos que se determinen reglamentariamente».

Once. Se modifica el artículo 92.3, que queda redactado como sigue:

«3. En el ejercicio de las facultades de control previstas en el presente artículo, y cuando sea necesaria
la posesión de especiales conocimientos técnicos, el personal funcionario encargado del control podrá
solicitar de la persona titular de la Intervención General la designación de asesores o peritos para la
comprobación de la realidad de la inversión o de los elementos empleados y, en particular, para la
verificación de la realidad del proyecto y la entrega del bien o servicio de manera plenamente acorde
con  las  condiciones  establecidas  en  el  correspondiente  expediente  administrativo  que  conlleve  el
gasto. La realización de la labor de asesoramiento a que se refiere esta disposición, que en todo caso se
considerarán tareas de apoyo a las funciones públicas de control realizadas por personal funcionario,
cuando se desarrolle por empleados públicos, se considerará parte integrante de las funciones del
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puesto  de  trabajo  de  los  asesores  o  peritos,  debiendo  colaborar  sus  superiores  jerárquicos  en  la
adecuada prestación de este servicio.

Los supuestos y requisitos para la solicitud de asesores y peritos, así como el procedimiento para su
designación, se establecerán por la Consejería competente en materia de Hacienda.»

Doce. Se modifica el artículo 115.2, que queda redactado como sigue:

«2. No obstante, será necesario el Acuerdo del Consejo de Gobierno para autorizar la concesión de
subvenciones que conlleven la aprobación de un gasto superior a 3.000.000 de euros.»

Trece. Se modifica el artículo 119.3, que queda redactado como sigue:

«3. Las normas reguladoras y, en su caso, los convenios que se suscriban con entidades colaboradoras,
para que por éstas se lleve a cabo la entrega y distribución de los fondos a las personas o entidades
beneficiarias,  deberán  prever  el  régimen  de  control,  previo  o  financiero,  al  que  se  someterán  los
expedientes  administrativos  de  subvenciones,  conforme  a  los  criterios  que  para  determinar  la
modalidad de control interno se determinan en el Capítulo II del Título V.

En  caso  de  sometimiento  a  fiscalización  previa,  esta  podrá  llevarse  a  cabo  aplicando  técnicas  de
muestreo, mediante el procedimiento que determine al efecto la Intervención General.»

Catorce. Se modifica el artículo 120.1 bis, que queda redactado como sigue:

«1. Las fases de aprobación de la realización del gasto y de disposición en materia de subvenciones,
con excepción de las  tramitadas con cargo al  Programa de Fomento de Empleo Agrario (PFEA),  al
Fondo Europeo Agrícola de Garantía (FEAGA), las subvenciones financiadas con cargo al crédito del
Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER) en relación con los artículos 21.1.a) y b), 28 a 31,
33 y 34 del Reglamento (UE) 1305/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de
2013, relativo a la ayuda al desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural
(FEADER) y por el que se deroga el Reglamento (CE) núm. 1698/2005 del Consejo, y aquellas que se
determinen por la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda, previo informe
de la Intervención General que versará sobre la justificación y procedencia de la medida a adoptar, se
ajustarán a las siguientes normas:

a)  La  aprobación  de  la  convocatoria  de  subvenciones  regladas,  conllevará  la  aprobación  de  la
realización del gasto sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 115 de esta Ley.

b) La concesión directa de subvenciones, conllevará la aprobación de la realización y disposición del
gasto.

c) La resolución de concesión de las subvenciones conlleva la disposición del gasto correspondiente.»

Quince. Se añade una nueva disposición adicional cuarta, que queda redactada como sigue:
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«Disposición adicional cuarta. Informe de enfoque de los derechos de la infancia, la adolescencia y la
familia.

El informe de evaluación de enfoque de los derechos de la infancia, la adolescencia y la familia a que se
refiere  el  artículo  36.h),  se  emitirá  por  la  Consejería  competente  en  materia  presupuestaria,  en
coordinación  con  el  conjunto  de  las  Consejerías  y  con  participación  de  los  órganos  directivos
competentes por razón de la materia».

Artículo 76. Modificación del Decreto 39/2011, de 22 de febrero, por el que se 
establece la organización administrativa para la gestión de la contratación de
la Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales y 
regula el régimen de bienes y servicios homologados.

Uno. Se modifica el artículo 55, que queda redactado como sigue:

«Artículo  55.  Suficiencia  de  los  poderes  de  las  personas  físicas  que  actúen  en  nombre  y
representación de las personas licitadoras.

1.  Las personas que comparezcan o firmen proposiciones en nombre de otra presentarán entre la
documentación  necesaria  para  la  adjudicación  aquella  que  acredite  que  ostentan  la  debida
representación,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  la  normativa  reguladora  del  procedimiento  de
contratación respectivo.

2. En aquellos procedimientos en los que se hubiera constituido una mesa de contratación, el citado
poder podrá presentarse acompañado de bastanteo realizado por los servicios jurídicos de cualquier
Administración  a  nivel  estatal,  autonómico  o  local,  que  acredite  la  comprobación  por  parte  de  la
Administración de que las facultades o poderes de una o varias personas físicas son suficientes para
actuar en nombre y representación de una determinada persona en la realización de determinadas
actuaciones. En caso de tratarse de una entidad instrumental será igualmente válido el bastanteo de su
asesoría jurídica.

Si dicho bastanteo no se aportara, la suficiencia de los poderes de las personas físicas que actúen
firmando  proposiciones  en  nombre  y  representación  de  las  personas  que  sean  propuestas
adjudicatarias será valorada en el acto de celebración de la sesión de la mesa de contratación que
tenga por objeto el análisis de la documentación previa a la adjudicación, por el Letrado o Letrada del
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía o persona a la que se asignen sus funciones, o la persona
de las que tengan atribuido el asesoramiento jurídico del órgano de contratación.

Del juicio de suficiencia que se haga en los términos del párrafo anterior se dejará constancia en el acta
sin que en este caso sea necesario recabar bastanteo de poderes y facultades.

3. Si  la  mesa  no  se  hubiera  constituido,  será  necesario  aportar  el  bastanteo  referido  en  el
apartado anterior.»
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Dos. Se añade un nuevo artículo 56, que queda redactado como sigue:

«Artículo 56. Contratos menores cuyo precio sea inferior a 5.000 euros.

1. Los contratos menores de obras, servicios y suministros tramitados por la Administración de la Junta
de Andalucía, sus entidades instrumentales y los consorcios adscritos en virtud del artículo 12.3 de la
Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía cuyo pago sea único y se
efectué a través del sistema de anticipos de caja fija o priorización de pagos menores, regulado en la
Orden de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Pública, de 24 de julio de 2018, por la
que se regula el  procedimiento de anticipo de caja fija y la priorización de pagos menores,  u otro
similar, cuyo precio fuera inferior a cinco mil euros, IVA incluido y sean financiados exclusivamente con
fondos propios, no exigirán la emisión del informe previsto en el artículo 118.2 de la Ley 9/2017, de 8 de
noviembre. En estos casos el reconocimiento de la obligación y el pago de los gastos solo requerirá la
presentación ante el órgano competente de la factura o del documento equivalente y la conformidad a
la prestación, sin perjuicio de las normas especiales sobre pagos a justificar.

2. Los  contratos  descritos  en  el  apartado  anterior  constituyen  pagos  menores  a  los  efectos
establecidos en el inciso final del artículo 63.4, el tercer párrafo del artículo 335.1 y el tercer párrafo del
artículo  346.3  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre.  En  este  sentido  quedan  exceptuados  de  la
obligatoria publicación en el perfil de contratante y de la obligación de inscripción en el Registro de
Contratos de la Junta de Andalucía, prevista en el artículo 28 del presente Decreto.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 57, que queda redactado como sigue:

«Artículo 57. La constitución de garantías definitivas mediante retención del precio.

De conformidad con lo previsto en el artículo 108.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, los pliegos de
cláusulas administrativas particulares que rijan la  licitación de un contrato de obras,  suministro o
servicios así  como en los de concesión de servicios cuando las tarifas las abone la Administración
contratante  del  sector  público  andaluz  deberán  recoger  expresamente  la  posibilidad  de  que  el
contratista opte por la constitución de la garantía definitiva mediante retención en el precio, indicando
que se retendrá en el momento del primer pago las cantidades necesarias para su constitución y, de no
ser posible por ser insuficiente su importe, de los sucesivos hasta completarla.

El importe retenido será devuelto al contratista cuando finalice el plazo de garantía del contrato.»

Cuatro. Se añade un nuevo artículo 58, que queda redactado como sigue:

Artículo 58. Certificados de buena ejecución de subcontratistas.

1. En el caso de que una persona contratista haya concertado con terceros la realización parcial de la
prestación objeto del contrato con sujeción a lo que se disponga en los pliegos, los subcontratistas
podrán solicitarle un certificado de buena ejecución que refleje el  objeto de la subcontratación,  el
importe, las fechas, la persona contratista principal,  el  destinatario público final de los trabajos, el
lugar de ejecución si procede, y si  se realizaron los trabajos según las reglas por las que se rige la
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profesión y se llevaron a buen término, en su caso. Asimismo, dichos certificados expresarán que los
subcontratistas solo quedan obligados con el contratista y aquellos no dispondrán de acción directa
contra  la  Administración  contratante,  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  la  disposición  adicional
quincuagésima primera de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

El certificado, que deberá ser expedido por la persona contratista principal en el plazo máximo de diez
días hábiles, deberá ser presentado para su validación por el órgano de contratación.

Los  certificados  a  los  que  se  refieren  los  dos  primeros  párrafos  podrán  ser  utilizados  por  los
subcontratistas para acreditar la solvencia técnica o profesional en los procedimientos de adjudicación
en los que participe.

2. La persona contratista deberá tener informado en todo momento al órgano de contratación de la
parte de la prestación que se subcontrata y la identidad, datos de contacto y representantes legales de
la  persona  subcontratista.  Por  su  parte,  el  órgano  de  contratación  incluirá  la  identificación  y  el
porcentaje  de  subcontratación  efectuada  en  la  ejecución  del  contrato  en  el  certificado  de  buena
ejecución que expida a la persona contratista principal.»

Artículo 79. Modificación de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Uno. Se modifica el artículo 23, que queda redactado como sigue:

«La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá ejercer la potestad investigadora sobre los bienes de
dominio  público  a  fin  de  tomar  conocimiento  sobre  su  titularidad,  cuando  ésta  no  le  conste
anteriormente.

Si el procedimiento de investigación no fuera resuelto y no fuera notificada su resolución en el plazo de
dos  años  a  contar  desde  la  fecha  del  acuerdo  de  inicio,  caducará,  acordándose  el  archivo  de  las
actuaciones.

La resolución administrativa será recurrible ante la jurisdicción contencioso-administrativa, una vez
agotados los recursos previos necesarios.

Las cuestiones de propiedad que se susciten se resolverán por la jurisdicción ordinaria, a la que podrán
acudir tanto la Administración como los administrados.»

Dos. Se modifica el artículo 32, que queda redactado como sigue:

«Salvo lo dispuesto en el  artículo 32 bis de esta Ley,  todo uso privativo,  sea en favor de personas
públicas o privadas, exige previa concesión administrativa.

La adscripción para uso privativo de bienes de dominio público a una Agencia  dependiente de la
Comunidad  Autónoma  para  su  gestión,  conservación,  explotación  o  la  prestación  de  un  servicio
público no requerirá concesión administrativa.»
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Tres. Se añade un nuevo artículo 32, que queda redactado como sigue:

«1.  La  Consejería  o  agencia  que  tuviera  adscritos  bienes  demaniales,  podrá  autorizar  su  uso  por
persona  física  o  jurídica,  pública  o  privada,  previo  informe  favorable  de  la  Dirección  General  de
Patrimonio, cuando la ocupación no se realice con obras o instalaciones fijas y por un plazo máximo de
un año, siempre que dicho uso no resulte contradictorio con la afectación del bien.

2. Las autorizaciones, en todo caso, podrán revocarse libremente en cualquier momento sin que la
persona interesada tenga derecho a indemnización alguna.

3. No será necesario informe favorable de la Dirección General de Patrimonio en los siguientes casos:

a) Las autorizaciones de uso por plazo inferior a tres meses.

b)  Las  autorizaciones  para  la  organización  de  conferencias,  seminarios,  presentaciones  u  otros
eventos.

c) Las autorizaciones solicitadas por una agencia dependiente de la Consejería que tenga adscrito el
bien.

4. Las autorizaciones reguladas en este precepto pueden ser gratuitas, otorgarse con contraprestación
o con condiciones o estar  sujetas a la tasa por  utilización privativa de bienes de dominio público
regulada en la Ley 10/2021, de 28 de diciembre, de tasas y precios públicos de la Comunidad Autónoma
de Andalucía o a las tasas previstas en sus normas especiales.

Serán  gratuitas  las  autorizaciones  cuando  la  utilización  privativa  de  los  bienes  no  conllevase  una
utilidad  económica  para  la  persona  autorizada  o,  aun  existiendo  esa  utilidad,  la  utilización  o
aprovechamiento supusiese condiciones o contraprestaciones para el beneficiario que anulen o hagan
irrelevante la misma.

5. El  órgano  competente  deberá  fijar  en  el  acto  de  autorización,  tanto  las  condiciones  de
utilización del bien, estableciendo lo necesario para que la misma no interfiera su uso por los órganos
administrativos  que  lo  tuvieran  adscrito,  como  la  contraprestación  a  satisfacer  por  la  persona
solicitante.»

Cuatro. Se modifica el artículo 36, que queda redactado como sigue:

«1.  El  otorgamiento  de concesiones  sobre  bienes  de dominio  público  se  efectuará  en  régimen  de
concurrencia. No obstante, podrá acordarse el otorgamiento directo en los supuestos previstos en el
artículo 137.4 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas,
cuando  se  den  circunstancias  excepcionales,  debidamente  justificadas,  o  en  otros  supuestos
establecidos en las leyes.

Reglamentariamente se desarrollará el sistema de adjudicación, así como la posibilidad de convocar
licitación entre proyectos.
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2.  Cualquiera  que  haya  sido  el  procedimiento  seguido  para  la  adjudicación,  una  vez  otorgada  la
concesión deberá procederse a su formalización en documento administrativo. Este documento será
título suficiente para inscribir la concesión en el Registro de la Propiedad.

3.  Las  concesiones  de  uso  privativo  o  aprovechamiento  especial  del  dominio  público  podrán  ser
gratuitas, otorgarse con contraprestación o condición o estar sujetas a la tasa por utilización privativa o
aprovechamiento  especial  de  bienes  del  dominio  público  reguladas  en  la  Ley  10/2021,  de  28  de
diciembre, de tasas y precios públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, o a las tasas previstas
en sus normas especiales.

No estarán sujetas a la tasa cuando la utilización privativa o aprovechamiento especial de bienes de
dominio público no lleve aparejada una utilidad económica para el concesionario, o, aun existiendo
dicha  utilidad,  la  utilización  o  aprovechamiento  entrañe  condiciones  o  contraprestaciones  para  el
beneficiario que anulen o hagan irrelevante aquélla.

En  los  casos  previstos  en  el  párrafo  anterior,  se  hará  constar  tal  circunstancia  en  los  pliegos  de
condiciones o clausulado de la concesión.

4.  En  ningún  caso  podrán  ser  titulares  de  concesiones  sobre  bienes  y  derechos  demaniales  las
personas en quienes concurra alguna de las prohibiciones de contratar reguladas en la Ley 9/2017, de 8
de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico
español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo  2014/23/UE  y  2014/24/UE,  de  26  de
febrero de 2014.

Cuando,  posteriormente  al  otorgamiento  de  la  concesión,  el  titular  incurra  en  alguna  de  las
prohibiciones de contratación se producirá la extinción de la concesión.»

Cinco. Se modifica el artículo 37, que queda redactado como sigue:

«Las concesiones de dominio público se otorgarán siempre sin perjuicio de terceros, y su duración no
podrá exceder, incluidas las prórrogas, de 75 años, salvo que se establezca otro menor en las normas
especiales que sean de aplicación.»

Seis. Se modifica el artículo 77.1, que queda redactado como sigue:

«1. Las adquisiciones de bienes inmuebles a título oneroso respetarán los principios de publicidad y
concurrencia, salvo cuando por las peculiaridades de la necesidad a satisfacer, las limitaciones del
mercado o la urgencia se considere preciso autorizar la adquisición directa.

Igualmente, se podrá acordar la adquisición directa en los siguientes supuestos:

a) Cuando el vendedor sea otra Administración Pública o, en general, cualquier persona jurídica de
Derecho Público o Privado perteneciente al sector público.
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A estos efectos, se entenderá por persona jurídica de Derecho Privado perteneciente al sector público
la sociedad mercantil  en cuyo capital sea mayoritaria la participación directa o indirecta de una o
varias Administraciones Públicas o personas jurídicas de Derecho Público.

b) Cuando fuese declarado desierto el procedimiento promovido con publicidad para la adquisición, y
siempre que no se modificasen las condiciones originales del contrato, salvo el precio y la superficie,
que podrán alterarse en un 10%.

c) Cuando se adquiera a un copropietario una cuota de un bien, en caso de condominio.

d) Cuando la adquisición se efectuase en virtud del ejercicio de un derecho de adquisición preferente.

La adquisición en estos supuestos excepcionales habrá de estar precedida de resolución motivada que
se hará pública.»

Siete. Se modifica el artículo 80, que queda redactado como sigue:

«1. Las adquisiciones a título lucrativo de bienes inmuebles o derechos en favor de la Comunidad
Autónoma, o de cualquiera de las Entidades públicas dependientes de ella, deberán ser previamente
aceptadas por la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio.

En caso de adquisiciones a título lucrativo de bienes muebles, serán competentes para aceptarlas las
Consejerías o Entidades Públicas a las que vayan a quedar adscritos los mismos cuando el donante
hubiera señalado el fin a que deben destinarse. En caso de que dicho fin no hubiera sido señalado, la
aceptación corresponderá a la persona titular de la Consejería competente en materia de patrimonio.

Las herencias se entenderán siempre aceptadas a beneficio de inventario.

2.  Corresponderá  a  la  persona  titular  de  la  Consejería  competente  en  materia  de  patrimonio  la
aceptación de las cesiones gratuitas y mutaciones demaniales que recaigan sobre bienes inmuebles,
siendo competencia de la persona titular de la Consejería a la que van a quedar adscritos la aceptación
de las cesiones y mutaciones demaniales de bienes muebles.

3. En ningún caso podrán aceptarse dichas adquisiciones si las cargas que graven el bien superan
el valor intrínseco del mismo.»

Ocho. Se modifica el artículo 82, que queda redactado como sigue:

«1.  La  creación  de  sociedades  mercantiles  del  sector  público  andaluz  requerirá  autorización  del
Consejo de Gobierno, previo informe favorable de la Consejería competente en materia de patrimonio,
a propuesta de la Consejería a la que haya de quedar adscrita la sociedad o, en su defecto, de la
competente por razón de la materia.

2.  La  adquisición  por  la  Comunidad  Autónoma  de  Andalucía  de  acciones  o  participaciones  en
sociedades mercantiles se acordará por la persona titular de la Consejería competente en materia de
patrimonio.
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3. La adquisición por entidades públicas dependientes de la Comunidad Autónoma será acordada por
el órgano que legal o estatutariamente tenga atribuida dicha competencia y, en defecto de atribución
expresa, por las personas titulares de sus presidencias, direcciones generales u órganos asimilados,
previo informe favorable de la Consejería competente en materia de patrimonio.

4. Cuando con la adquisición la Comunidad Autónoma de Andalucía pase a constituirse en partícipe
mayoritario, directa o indirectamente, será necesaria la previa autorización del Consejo de Gobierno.

En caso de adquisición por entidades públicas dependientes de la Comunidad Autónoma la propuesta
para la autorización se elevará por la Consejería a la que se encuentre adscrita la entidad pública que
realice la adquisición o, en su defecto, de la competente por razón de la materia.

5. Las adquisiciones que realicen las sociedades mercantiles participadas por la Comunidad Autónoma
de Andalucía se someterán a las normas de Derecho privado. No obstante, se requerirá autorización del
Consejo de Gobierno, previo informe favorable de la Consejería competente en materia de patrimonio,
a propuesta de la Consejería a la que se encuentre adscrita o, en su defecto, de la competente por
razón de la materia, cuando mediante la adquisición la Comunidad Autónoma de Andalucía pase a
constituirse, de forma indirecta, en partícipe mayoritario.

6. Cuando  conforme  a  los  apartados  anteriores  sea  necesaria  la  autorización  del  Consejo  de
Gobierno,  esta  autorización  llevará  implícita  la  aprobación  del  gasto  correspondiente  cuando  se
requiera por la normativa en materia de Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

Nueve. Se añade un nuevo artículo 82 bis, que queda redactado como sigue:

«1. El órgano competente conforme al artículo 82 de esta Ley podrá acordar la adquisición de acciones
o  participaciones  mediante  la  aportación  de  bienes  o  derechos  previa  autorización  del  órgano
competente para su enajenación. En estos casos el informe de expertos independientes previsto en la
legislación mercantil se sustituirá por un informe de tasación en los mismos términos previstos en la
Disposición Adicional Novena de la presente Ley.

2. El precio de la adquisición de las acciones o participaciones se determinará según los métodos de
valoración  comúnmente  aceptados.  Cuando  las  acciones  o  participaciones  cuya  adquisición  se
acuerde  coticen  en  algún  mercado  secundario  organizado,  el  precio  de  adquisición  será  el
correspondiente de mercado en el momento y fecha de la operación.

No  obstante,  en  el  supuesto  que  los  servicios  técnicos  designados  por  la  Dirección  General  de
Patrimonio  o  por  el  órgano  competente  en  el  caso  de  entidades  públicas  dependientes  de  la
Comunidad Autónoma estimaran que el volumen de negociación habitual de los títulos no garantiza la
adecuada formación de un precio de mercado podrán proponer,  motivadamente,  la  adquisición y
determinación del precio por otro método legalmente admisible de adquisición o valoración.

3. Cuando la adquisición de las acciones o participaciones tenga por finalidad obtener la plena
propiedad de inmuebles o de parte de los mismos la valoración de éstas exigirá la realización de la
tasación de los bienes inmuebles.»
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Diez. Se modifica el artículo 84.1, que queda redactado como sigue:

«1.  Los  arrendamientos  de  bienes  muebles  e  inmuebles  en  favor  de  la  Comunidad  Autónoma  de
Andalucía y de las Entidades Públicas dependientes de la misma se acordarán por la persona titular de
la Consejería o Entidad interesada.

Cuando  se  trate  de  inmuebles,  se  requerirá  previo  informe  favorable  de  la  Dirección  General  de
Patrimonio.

Quedan  excluidos  del  anterior  informe  los  arrendamientos  de  plazo  inferior  a  tres  meses  para  la
organización de conferencias, seminarios, presentaciones, participaciones en ferias y congresos u otros
eventos.

Si el inmueble objeto del contrato va a ser utilizado por varias Consejerías o entidades públicas, la
competencia para el arrendamiento corresponderá a la persona titular de la Consejería competente en
materia de patrimonio.»

Once. Se modifica el artículo 87, que queda redactado como sigue:

«1. El órgano competente para enajenar los bienes inmuebles será la persona titular de la Consejería
competente en materia de patrimonio. La incoación y tramitación del procedimiento corresponderá a
la Dirección General de Patrimonio.

2. Cuando  el  valor  del  bien  o  derecho,  según  tasación,  exceda  de  20  millones  de  euros,  la
enajenación deberá ser autorizada por el Consejo de Gobierno.»

Doce. Se modifica el artículo 88, que queda redactado como sigue:

«1. La enajenación de los bienes inmuebles se hará mediante subasta. No obstante, podrá realizarse
mediante enajenación directa en los siguientes supuestos:

a) Cuando el adquirente sea otra Administración Pública o, en general, cualquier persona jurídica de
Derecho Público o Privado perteneciente al sector público.

A estos efectos, se entenderá por persona jurídica de Derecho Privado perteneciente al sector público
la sociedad mercantil  en cuyo capital sea mayoritaria la participación directa o indirecta de una o
varias Administraciones públicas o personas jurídicas de Derecho Público.

b) Cuando fuera declarada desierta la subasta o concurso promovidos para la enajenación o éstos
resultasen  fallidos  como  consecuencia  del  incumplimiento  de  sus  obligaciones  por  parte  del
adjudicatario, siempre que no hubiese transcurrido más de un año desde su celebración. En este caso,
las  condiciones  de  la  enajenación  no  podrán  ser  inferiores  de  las  anunciadas  previamente  o  de
aquellas en que se hubiese producido la adjudicación.

c) Cuando se tratase de terrenos que por su forma o pequeña extensión resulten de difícil edificación,
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fincas  rústicas  que  no  lleguen  a  constituir  una  superficie  económicamente  explotable  o  no  sean
susceptibles de prestar una utilidad acorde con su naturaleza, y la venta se efectuase a un propietario
colindante.

d)  Cuando  la  venta  se  efectúe  a  favor  de  quien  ostente  un  derecho  de  adquisición  preferente
reconocido por disposición legal.

e) Cuando por razones excepcionales se considere conveniente efectuar la venta a favor del ocupante
del inmueble.

f) Cuando el valor del bien o derecho sea inferior a 120.000 euros.

g) Cuando el Consejo de Gobierno así lo disponga si existen razones justificadas.

Cuando concurriesen varios interesados con igual derecho, se resolverá a favor del mejor postor.

En los supuestos de enajenación directa, se dará cuenta a la Comisión parlamentaria competente en
materia de Hacienda.

2. Asimismo,  podrá  acordarse  la  enajenación  de  bienes  inmuebles  o  derechos  por  concurso
cuando los mismos, por su situación, naturaleza o características, sean adecuados para atender a las
directrices derivadas de las políticas públicas y, en particular, de la política de vivienda.»

Trece. Se modifica el artículo 89, que queda redactado como sigue:

«Los bienes inmuebles pertenecientes a Entidades públicas dependientes de la Comunidad Autónoma
que no sean necesarios para el cumplimiento de sus fines se incorporarán al Patrimonio de la citada
Comunidad Autónoma.

A tal fin, la Entidad pública deberá poner el hecho en conocimiento de la Consejería competente en
materia de patrimonio que tramitará el oportuno expediente y procederá a la incorporación formal del
bien al Patrimonio de la Comunidad Autónoma.

No será aplicable lo expuesto en los párrafos anteriores cuando se trate de bienes adquiridos por
dichas Entidades públicas con la finalidad de devolverlos al tráfico jurídico, de acuerdo con sus reglas
de funcionamiento, así como para garantizar la rentabilidad de las reservas que tengan que constituir
en cumplimiento de sus normas específicas o responder de los avales que puedan prestar de acuerdo
con lo establecido en la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma.

La enajenación de los bienes inmuebles exige previa autorización de la Consejería competente en
materia de patrimonio en todo caso. Cuando el valor del bien o derecho exceda de 20 millones de
euros se requerirá, además, autorización del Consejo de Gobierno.»

Catorce. Se modifica el artículo 90, que queda redactado como sigue:

«La  enajenación  de los  bienes muebles  se  someterá a  las  mismas reglas  de los  inmuebles y  será
competente para acordarla la persona titular de la Consejería que los tuviera adscritos si su valor no
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excede de diez millones de euros. Si supera dicha cantidad será necesaria autorización del Consejo de
Gobierno.

No obstante, cuando se trate de bienes muebles obsoletos, perecederos o deteriorados por el uso, la
enajenación  podrá  efectuarse  de  forma  directa.  El  acuerdo  de  enajenación  llevará  implícita  la
desafectación de los bienes.

Se considerarán obsoletos o deteriorados por el uso, aquellos bienes cuyo valor en el momento de su
tasación para venta sea inferior al 25 por ciento del de adquisición.

Si no fuese posible o no procediese su venta, podrá acordarse su destrucción, inutilización, abandono
o donación a otras Administraciones Públicas o a organismos o instituciones públicas o privadas sin
ánimo de lucro, exceptuándose en ese caso la prohibición establecida en el artículo 107 de esta ley.»

Quince. Se modifica el artículo 94, que queda redactado como sigue:

«1.  La  enajenación  por  la  Comunidad  Autónoma  de  Andalucía  de  acciones  o  participaciones  en
sociedades mercantiles se acordará por la persona titular de la Consejería competente en materia de
patrimonio.

2. La enajenación por entidades públicas dependientes de la Comunidad Autónoma será acordada por
el órgano que legal o estatutariamente tenga atribuida dicha competencia y, en defecto de atribución
expresa, por las personas titulares de sus presidencias, direcciones generales u órganos asimilados,
previo informe favorable de la Consejería competente en materia de patrimonio.

3.  Cuando  mediante  la  enajenación  la  Comunidad  Autónoma  pierda  la  condición  de  partícipe
mayoritario, directa o indirectamente, se enajenen la totalidad de las acciones de que se disponga en la
sociedad o cuando el valor de las acciones o participaciones a enajenar supere la cantidad de diez
millones de euros, será necesaria la autorización del Consejo de Gobierno.

En  caso  de  enajenación  por  entidades  públicas  dependientes  de  la  Comunidad  Autónoma,  la
propuesta para la autorización se elevará por la Consejería a la que se encuentre adscrita la entidad
pública que realice la enajenación o, en su defecto, de la competente por razón de la materia.

4. Las  enajenaciones  que  realicen  las  sociedades  mercantiles  participadas  por  la  Comunidad
Autónoma de Andalucía se someterán a las normas de Derecho privado. No obstante, se requerirá la
autorización  del  Consejo  de  Gobierno,  previo  informe  favorable  de  la  Consejería  competente  en
materia de Patrimonio, a propuesta de la Consejería a la que se encuentre adscrita o, en su defecto, de
la competente por razón de la materia, cuando mediante la enajenación la Comunidad Autónoma de
Andalucía pase a perder, de forma indirecta, la condición de partícipe mayoritario.»

Dieciséis. Se añade un nuevo artículo 94.bis, que queda redactado como sigue:

«1. La enajenación se podrá realizar en mercados secundarios organizados, o fuera de los mismos, de
conformidad con la legislación vigente y por medio de cualesquiera actos o negocios jurídicos.

Pág 39 de 44

http://www.preparandalus.com/


www.preparandalus.com

El importe de la enajenación se determinará según los métodos de valoración comúnmente aceptados.

Cuando  los  títulos  o  valores  cuya  enajenación  se  acuerde  coticen  en  algún  mercado  secundario
organizado, el precio de enajenación será el correspondiente al valor que establezca el mercado en el
momento y fecha de la operación.

No  obstante,  en  el  supuesto  que  los  servicios  técnicos  designados  por  la  Dirección  General  de
Patrimonio  o  por  el  órgano  competente  en  el  caso  de  entidades  públicas  dependientes  de  la
Comunidad Autónoma estimaran que el volumen de negociación habitual de los títulos no garantiza la
adecuada formación de un precio de mercado podrán proponer,  razonadamente,  la  enajenación y
determinación  del  precio  de  los  mismos  por  otro  método  legalmente  admisible  de  adquisición  o
valoración.

Cuando  los  títulos  y  valores  que  se  pretenda  enajenar  no  coticen  en  mercados  secundarios
organizados,  el  órgano  competente  para  la  autorización  de  la  enajenación  determinará  el
procedimiento  de  venta  que  se  realizará  por  concurso  o  por  subasta.  No  obstante,  el  órgano
competente podrá acordar la enajenación directa cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Existencia de limitaciones estatutarias a la libre transmisibilidad de las acciones, o existencia de
derechos de adquisición preferente.

b) Cuando el adquirente sea cualquier persona jurídica de Derecho Público o Privado perteneciente al
sector público.

c)  Cuando  fuera  declarada  desierta  una  subasta  o  ésta  resultase  fallida  como  consecuencia  del
incumplimiento de sus obligaciones por parte del adjudicatario. En este caso la venta directa deberá
efectuarse en el plazo de un año desde la celebración de la subasta, y sus condiciones no podrán diferir
de las publicitadas para la subasta o de aquellas en que se hubiese producido la adjudicación.

d) Cuando la venta se realizase a favor de la propia sociedad en los casos y con las condiciones y
requisitos establecidos en la legislación mercantil.»

Diecisiete. Se modifica el artículo 100, que queda redactado como sigue:

«El uso por terceros de estos bienes se someterá al régimen general previsto en Derecho privado, con
las especialidades establecidas en la presente Ley.

La atribución del  uso  de bienes o derechos patrimoniales por  plazo inferior  a  tres  meses,  para la
organización  de  conferencias,  seminarios,  presentaciones  u  otros  eventos  o  solicitados  por  una
agencia dependiente de la Consejería que tenga adscrito el inmueble, no se sujetará a los requisitos del
presente capítulo. El órgano competente fijará en el acto de autorización tanto las condiciones de la
utilización como la contraprestación que habrá, en su caso, de satisfacer el solicitante.»

Dieciocho. Se modifica el artículo 101, que queda redactado como sigue:

«1.  La  explotación  de  los  bienes  o  derechos  patrimoniales  puede  efectuarse  directamente  por  la
Administración titular de los mismos o a través de cualquier negocio jurídico, típico o atípico.
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2. La explotación directa de los bienes o derechos patrimoniales puede encomendarse a una entidad
pública instrumental o a una sociedad mercantil del sector público andaluz. El órgano competente
para acordar la puesta en explotación de los bienes o derechos fijará sus condiciones y adoptará las
medidas  conducentes  a  la  entrega  del  bien  a  la  entidad  o  sociedad  a  que  se  encomendase  su
explotación, así como las de vigilancia del exacto cumplimiento de las condiciones impuestas.

3. La adjudicación de los contratos se hará respetando los principios de publicidad y concurrencia,
excepto cuando por las peculiaridades de la necesidad a satisfacer, las limitaciones del mercado o la
urgencia se considere preciso autorizar la adquisición directa.

Estos  supuestos  excepcionales  habrán  de  estar  precedidos  de  resolución  motivada  que  se  hará
pública.»

Diecinueve. Se modifica el artículo 102, que queda redactado como sigue:

«La competencia para encomendar la explotación directa o para adjudicar contratos conforme a lo
dispuesto en el artículo anterior corresponde a la persona titular de la Consejería que tenga adscritos
los bienes y derechos.

En caso de bienes inmuebles, se requerirá previa autorización de la Consejería competente en materia
de patrimonio.»

Veinte. Se modifica el artículo 103, que queda redactado como sigue:

«La  explotación  de  bienes  inmuebles  pertenecientes  a  Entidades  públicas  que  dependan  de  la
Comunidad Autónoma requerirá previa autorización de la persona titular de la Consejería competente
en materia de patrimonio.

Será necesaria autorización de la persona titular de la Consejería a que esté adscrita la entidad pública
cuando se trate de explotar bienes muebles.»

Veintiuno. Se añade una nueva disposición adicional decimosegunda, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimosegunda. Fundaciones del sector público andaluz.

La creación y extinción de fundaciones del sector público andaluz y la adquisición y pérdida de la
representación  mayoritaria  requerirá  la  autorización  del  Consejo  de  Gobierno  en  los  términos
establecidos en los artículos 56 de la Ley 10/2005, de 31 de mayo, de Fundaciones de la Comunidad
Autónoma de Andalucía y 52 de su Reglamento aprobado por Decreto 32/2008, de 5 de febrero.

El  Consejo  de  Gobierno  podrá  acordar,  a  propuesta  de  la  Consejería  competente  en  materia  de
patrimonio,  la  aportación  de  bienes  y  derechos  del  patrimonio  de  la  Comunidad  Autónoma  de
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Andalucía a fundaciones del sector público andaluz, en los términos establecidos en el artículo 82 bis
de esta Ley.»

Veintidós. Se añade una nueva disposición adicional decimotercera, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimotercera. Pago aplazado.

El órgano competente para enajenar los bienes o derechos podrá admitir el pago aplazado del precio
de venta por un periodo no superior a diez años siempre que, además de incluir condición resolutoria
explicita, el pago de las cantidades aplazadas se garantice suficientemente mediante hipoteca, aval
bancario, seguro de caución u otra garantía suficiente usual en el mercado. El interés de aplazamiento
no podrá ser inferior al interés legal del dinero.»

Artículo 275. Modificación de la Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de 
Andalucía.

Uno. Se modifica la Exposición de motivos, en su parte II párrafo 37, que queda redactada como
sigue:

«Como procedimientos ordinarios se establecen el concurso, en sus dos modalidades de general  y
específico,  y  la  libre  designación,  con el  objetivo común de procurar  la  provisión ordinaria  de los
puestos de trabajo mediante la valoración de los méritos, capacidades y, en su caso, aptitudes de las
personas  candidatas  que  participen  en  estos  procesos.  Como  novedad  a  destacar,  el  concurso  se
desagrega,  a su vez,  en dos posibles formatos:  el  concurso general,  abierto a la posibilidad de un
sistema de convocatoria de puestos abiertos y permanente; y el concurso específico, que constará de
una fase general, cuya dinámica es esencialmente igual a la del concurso general, y una fase específica,
que atenderá más al perfil profesional de las personas candidatas, a sus capacidades y a las aptitudes
relacionadas con las funciones específicas asignadas al puesto de trabajo convocado, las cuales, a
partir  de  ahora,  deben  quedar  definidas  en  las  respectivas  convocatorias.  Esta  última  es  otra
modalidad que se establece para el sistema de provisión de aquellos puestos que están abiertos a la
participación  de  personal  funcionario  de  otras  Administraciones  públicas.  Para  dotar  de  mayor
estabilidad a  la  ocupación de los  puestos,  la  ley  establece,  asimismo,  como novedad,  un período
mínimo de permanencia, lo que a su vez favorece que un mayor número de personas tenga acceso a
los distintos procesos de promoción profesional que se convoquen.”

Dos. Se modifica el artículo 9.1.b), que queda redactado como sigue:

«Elaborar,  tramitar,  aprobar y  modificar  las  relaciones de puestos de trabajo,  en los  términos que
reglamentariamente se establezcan, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 104, apartados 6 y 7, y de
acuerdo con las medidas y los objetivos establecidos en los instrumentos de planificación a los que se
refiere el artículo 89.»
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Tres. Se modifica el artículo 14.1, que queda redactado como sigue:

«1.  Es  personal  funcionario interino el  que,  por  razones  expresamente justificadas de necesidad y
urgencia, es seleccionado conforme a lo dispuesto en el artículo 115 de esta ley, y nombrado como tal
con carácter temporal para el desempeño de funciones propias del personal funcionario de carrera de
acuerdo con lo establecido en la normativa estatal de carácter básico, cuando se dé alguna de las
circunstancias siguientes:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de
carrera, por un máximo de tres años. La cobertura de la plaza y los efectos del transcurso del plazo
máximo de tres años serán conforme a lo establecido en la normativa estatal de carácter básico.

b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.

c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres
años, ampliable hasta doce meses más en caso de necesidad justificada, previo informe favorable de la
Consejería competente en materia de Función Pública.

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un período de
dieciocho meses.

En  la  Administración  General  de  la  Junta  de  Andalucía  el  nombramiento  será  realizado  por  la
Consejería correspondiente.»

Cuatro. Se modifica el artículo 102.2.b), que queda redactado como sigue:

«b) El Cuerpo de Gestión Administrativa, clasificado en el Grupo A, Subgrupo A2. Se integra en este
cuerpo el personal funcionario seleccionado para desempeñar funciones de colaboración técnica con
las  de  nivel  superior,  así  como  de  aplicación  de  las  normas,  gestión  de  los  procedimientos
administrativos, propuestas de resolución de expedientes normalizados, control del funcionamiento
de aplicativos automáticos, y estudios e informes que no correspondan a tareas de nivel superior.»

Cinco. Se añade un apartado 7 al artículo 104, que queda redactado como sigue:

«7. También serán aprobadas por la persona titular del órgano directivo central con competencias en
materia de función pública las modificaciones de las relaciones de puestos de trabajo para la creación
de aquellos puestos de trabajo que resulten imprescindibles cuando existan razones de extraordinaria
y urgente necesidad para la adecuada prestación de servicios públicos a la ciudadanía.

En  todo  caso,  se  estará  a  lo  dispuesto  en  la  Ley  del  Presupuesto  cuando  afectase  a  la  plantilla
presupuestaria.»

Seis. Se modifica el artículo 115.1, que queda redactado como sigue:
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«1. La selección del personal funcionario interino y del personal laboral temporal de la Administración
General  de la Junta de Andalucía,  en los supuestos en que legalmente proceda, se  llevará a cabo
mediante procedimientos ágiles en los que se garanticen los principios de igualdad, mérito, capacidad,
publicidad y celeridad.

Asimismo, entre los requisitos de acceso para el personal funcionario interino, cuando la naturaleza y
tiempo  de  cobertura  lo  determinen,  podrá  exigirse  un  período  de  prueba.  Cuando  se  trate  de  la
cobertura de un puesto de personal laboral temporal, habrá de estarse a lo dispuesto en la normativa
laboral.»
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